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PROLOGO A LA SEGUNDA EDICION

Cuando el Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia decidió
publicar la Primera Edición de “Hacia una Auténtica Justicia Tributaria
y Distributiva”, nos motivó no solamente la idea de fijar una clara postu-
ra conceptual y política respecto de un tema muy sensible para los
Trabajadores que desarrollan sus actividades en las Provincias de
Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego.

Pensamos también entonces, en contribuir a la profundización de un
debate necesario, acerca de distintas políticas que el neoliberalismo
impuso como una suerte de verdades incontrastables, que tuvieron
como signo característico, representar profundas regresiones en torno a
los derechos de los trabajadores.

Desde que la Primera Edición de “Hacia una Auténtica Justicia Tributaria y
Distributiva” fuera puesta a consideración en distintos ámbitos, y fundamen-
talmente, de los Trabajadores representados por distintas Organizaciones
Sindicales, hemos recibido distintos aportes, consultas y sugerencias.

Con el objetivo de seguir aportando elementos de juicio que sirvan para
abonar la pretensión que expresamos en torno a este tema, hemos deci-
dido la publicación de esta Segunda Edición Corregida y Aumentada
modificando su estructura de presentación, agregando el Documento
desarrollado por el Dr. José Ignacio Bellorini, que se suma al editado
anteriormente, realizado por el Dr. Sergio Mammarelli.

Gustavo Monesterolo
Coordinador de la Edición
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HACIA UNA VERDADERA JUSTICIA TRIBUTARIA 
Y DISTRIBUTIVA

Desde el mes de mayo del año 2003, en la Argentina dio comienzo un pro-
ceso político, que ha permitido la paulatina recuperación de su economía,
ello, traducido en una modificación positiva y virtuosa de distintos indica-
dores económicos.

En estos, debemos incluir la recuperación de la capacidad adquisitiva de
los salarios, la creación de nuevos puestos de empleo, y la transparentación
del mercado laboral por la registración correspondiente.

Sin embargo, desde la perspectiva de trabajadores que aportan su capaci-
dad laboral desde este lugar de la República, la Patagonia Austral, impor-
tantes aspectos de esa recuperación económica con impacto en nuestros
salarios, encuentran un límite, por la aplicación, a nuestro juicio, injusta y
discriminatoria, de la determinación de la base imponible del Impuesto a
las Ganancias (IG), en la categoría cuarta, en lo que nos encontramos
encuadrados, según la relación económica existente entre los bienes y las
actividades como contribuyentes.

Más allá de cuestiones y análisis técnicos, que son desarrollados en el traba-
jo que aquí presentamos, proponemos esencialmente analizar, discutir y
resolver en consecuencia, lo vinculado a la inclusión del concepto Adicional
por Zona Desfavorable (AZD), en la determinación de la renta imponible.

Frente a esta cuestión, el Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la
Patagonia, encomendó al Observatorio Social de la Fundación Patagonia
Tercer Milenio, el desarrollo de la Propuesta de modificación del Impuesto
a las Ganancias, Cuarta Categoría (Trabajadores en relación de dependen-
cia) en el ámbito de la Patagonia Austral – Chubut, Santa Cruz y Tierra del
Fuego e Islas del Atlántico Sur.
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Según lo expondremos en el desarrollo de esta presentación, consideramos
que existen razonables fundamentos legales, económicos, como así tam-
bién geográficos, para sostener válidamente, la inclusión normativa del
AZD como ingreso exento (conforme artículo 20 de la LIG) a los fines de
la determinación y pago del IG para los sujetos alcanzados en los incisos b)
y c) del artículo 79 de la ley del tributo y sólo respecto a las Provincias de
Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur.

Entendemos que, además de nuestro interés particular en torno a esta cues-
tión, la discusión sobre este tema, forma parte del debate pendiente sobre la
cuestión de fondo, en los ámbitos correspondientes, acerca de una reforma tri-
butaria que contribuya a la concreción de una verdadera Justicia Distributiva.

Frente al mismo asumimos nuestro compromiso para encontrar los cami-
nos que conduzcan a una nueva situación, producto de análisis reflexivos
que otorguen fundamentos, pero fundamentalmente, den forma a los ins-
trumentos legales que reparen las actuales inequidades del sistema tributa-
rio. Sólo asumiendo responsablemente ese desafío, podremos consolidar la
Justicia Distributiva que como Trabajadores reclamamos y merecemos.

Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego e Islas del Atlántico Sur, Abril de 2010

Héctor Rubén González
Secretario General
Sindicato Regional Luz y Fuerza de la Patagonia





LOS TRABAJADORES DE LA PATAGONIA, EL IMPUESTO A LAS
GANANCIAS Y EL ADICIONAL POR ZONA DESFAVORABLE

Su Tratamiento Legal y Tributario.
Dr. José Ignacio Bellorini

El presente documento tiene por objeto analizar exclusivamente el trata-
miento legal y tributario del denominado adicional por zona desfavora-
ble (en adelante, “AZD”) cuyo concepto remunerativo está incluido en el
salario de los trabajadores públicos y privados en relación de dependen-
cia. Asimismo se prevé abordar una propuesta legislativa aplicable a las
Provincias del Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego a través de la cual
el Congreso Nacional incluya un inciso al artículo 20 de la ley del
impuesto a las ganancias (en adelante, “LIG”) a fin de considerar dichos
ingresos como exentos para la determinación y pago del citado tributo.

1. DESARROLLO. EL MARCO JURÍDICO APLICABLE

1.1. Aspectos Generales. Derecho del Trabajo

1.1.1. El concepto legal de salario

No obstante las distintas formas o maneras en que se ha valido la jurispru-
dencia como así la doctrina aplicable a la materia para denominar el sala-
rio dependiendo del prisma con el que se lo aborde(1), en lo que importa el

(1) Así se ha estudiado el salario desde un punto de vista económico, es decir dentro del marco de una orga-
nización empresaria bifronte donde una cara del salario responde a uno de los factores productivos de la
empresa y en la determinación del costro productivo, mientras que del otro lado como ingreso para el tra-
bajador que importará para el mismo el acceso a distintos bienes y servicios en la demanda global de toda
sociedad de consumo.
Por otro lado, se lo ha observado desde un punto de vista estrictamente jurídico viendo que el contrato de
trabajo importa una prestación económica debida por el empleador al trabajador en virtud de una relación
sinalagmática. Es, así, un contrato bilateral y oneroso guiado por prestaciones recíprocas básicamente
remuneración por trabajo (conforme artículos 1138 y 1139 del Código Civil y artículo 115 de la LCT).
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artículo 103 de la ley de contrato de trabajo (en adelante, la “LCT”) esta-
blece que “…a los fines de esta ley, se entiende por remuneración la contra-
prestación que debe percibir el trabajador como consecuencia del contrato de
trabajo…”. Finalmente la misma norma dispone que “…el empleador debe
al trabajador la remuneración, aunque éste no preste servicios, por la mera
circunstancia de haber puesto su fuerza de trabajo a disposición de aquél…”.

De la citada norma se sintetizan los elementos conceptuales del contrato
de trabajo para ser considerado como tal. Entre ellos cabe mencionar:
(i) onerosidad; (ii) sinalagmaticidad; (iii) reciprocidad entre las presta-
ciones básicas (prestar un servicio/remunerarlo) vinculadas subyacente-
mente por un lazo de legalidad contractual; y (iv) ventaja patrimonial
que recibe el trabajador a cambio de su trabajo(2). Respecto este último
aspecto corresponde señalar que dicha ventaja patrimonial es fruto de la
naturaleza del salario como contraprestación individual y debida al tra-
bajador que presta su labor –o lo pone a disposición– al empleador(3).

Finalmente la legislación hoy vigente se ha preocupado por distinguir
claramente entre el salario nacido como contraprestación del trabajo de
otros ingresos, prestaciones o beneficios que si bien originados en dicha
relación contractual laboral importan atender más bien a necesidades
propias del trabajador y su familia como así en el mejoramiento de las
condiciones de calidad de vida. Son los denominados beneficios sociales
del artículo 103 bis de la LCT(4).
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(2) Dispone el artículo 1139 del Código Civil que “…las ventajas que procura [el contrato] a una u otra
de las partes no les es concedida sino por una prestación que ella le ha hecho o que se obliga a hacer-
le…”.
(3) Así la jurisprudencia ha resuelto que la erogación empresaria dispuesta con el fin de poner a dispo-
sición de los trabajadores el servicio de comedor a precios subsidiados no es remuneración en especie,
porque no es determinable con certeza la medida del beneficio recibido por cada trabajador, razón por
la cual se lo calificó como un beneficio social, no salarial. Igualmente el reintegro de gastos de medi-
camentos. Conforme CNAT, sala III, Squilbb SA, sentencia de fecha 29.04.1977 y sala IV, Brassovra SA,
sentencia de fecha 14.04.1986.
(4) Y artículo 100 de la LIG y artículo 110 del decreto reglamentario de la citada ley.



1.1.2. El salario laboral y el salario previsional

De lo anteriormente expuesto se desprende sin mayores esfuerzos inter-
pretativos que desde el punto de vista del derecho laboral, el salario
importa toda contraprestación que recibe el trabajador dependiente a
cambio de la puesta a disposición de su capacidad de trabajo al emplea-
dor. Y ello importa especialmente para los trabajadores la garantía y
protección de su crédito laboral a los fines del cómputo y base de cálcu-
lo para las vacaciones, sueldo anual complementario e incluso indemni-
zaciones derivadas de la extinción de la relación laboral.

Sin embargo, desde la perspectiva previsional el salario importa además
la base: (i) imponible sobre la que han de calcularse los aportes del tra-
bajador, como así las contribuciones del empleador a los fines de finan-
ciar el sistema de jubilaciones y pensiones de la seguridad social; y (ii)
de determinación y cuantía de los beneficios que otorga dicho sistema(5).
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(5) En lo que importa, el artículo 6º de la ley 24.241 establece que “…se considera remuneración, a los
fines del SIJP, todo ingreso que percibiere el afiliado en dinero o en especie susceptible de apreciación
pecuniaria, en retribución o compensación o con motivo de su actividad personal, en concepto de
sueldo, sueldo anual complementario, salario, honorarios, comisiones, participación en las ganancias,
habilitación, propinas, gratificaciones y suplementos adicionales que tengan el carácter de habituales
y regulares, viáticos y gastos de representación, excepto en la parte efectivamente gastada y acredi-
tada por medio de comprobantes, y toda otra retribución, cualquiera fuere la denominación que se le
asigne, percibida por servicios ordinarios o extraordinarios prestados en relación de dependencia.
La autoridad de aplicación determinará las condiciones en que los viáticos y gastos de representación
no se considerarán sujetos a aportes ni contribuciones, no obstante la inexistencia total o parcial de
comprobantes que acrediten el gasto.
Las propinas y retribuciones en especie de valor incierto serán estimadas por el empleador. Si el afi-
liado estuviera disconforme, podrá reclamar ante la autoridad de aplicación, la que resolverá tenien-
do en cuenta la naturaleza y modalidad de la actividad y de la retribución. Aun mediando conformi-
dad del afiliado, la autoridad de aplicación podrá rever la estimación que no considerara ajustada a
estas pautas.



1.1.3. El carácter alimentario del salario

Finalmente no debe soslayarse el carácter alimentario del salario en
tanto los ingresos obtenidos por el trabajador importan no sólo su justa
remuneración por la labor prestada al empleador sino antes bien la
fuente única de subsistencia y manutención de sus necesidades propias,
como así de de la familia(6). De allí que sea pagado principalmente en
dinero y siempre puesto a disposición del trabajador en periodos cortos
de tiempo (semana, quincena, mes), por cuanto el incumplimiento de
tales extremos importa injuria suficiente para el trabajador de disponer
la ruptura con causa del contrato de trabajo(7). Además, fue el propio
legislador quien a través de la LCT protege y tutela especialmente el cré-
dito laboral: (i) en caso de falencia –concurso o quiebra– del deudor
empleador; o (ii) bien la mora automática para dicha parte con el mero
vencimiento de su obligación de pago al trabajador sin necesidad de
intimación previa(8); (iii) como así finalmente la protección al salario
por cuando se le garantiza su inembargabilidad parcial.
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(5) (Cont.) Se consideran asimismo remuneración las sumas a distribuir a los agentes de la adminis-
tración pública o que éstos perciban en carácter de:

1. Premio estímulo, gratificaciones u otros conceptos de análogas características. En este caso tam-
bién las contribuciones estarán a cargo de los agentes, a cuyo efecto antes de proceder a la distribu-
ción de dichas sumas se deberá retener el importe correspondiente a la contribución.
2. Cajas de empleados o similares, cuando ello estuviere autorizado. En este caso el organismo o enti-
dad que tenga a su cargo la recaudación y distribución de estas sumas, deberá practicar los descuen-
tos correspondientes a los aportes personales y depositarlos dentro del plazo pertinente…”.

A su vez el artículo 7° de la misma ley enumero los conceptos excluidos al establecer que “…no se
consideran remuneración las asignaciones familiares, las indemnizaciones derivadas de la extinción
del contrato de trabajo, por vacaciones no gozadas y por incapacidad permanente provocada por acci-
dente del trabajo o enfermedad profesional, las prestaciones económicas por desempleo, ni las asig-
naciones pagadas en concepto de becas. Tampoco se considera remuneración las sumas que se abo-
nen en concepto de gratificaciones vinculadas con el cese de la relación laboral en el importe que
exceda del promedio anual de las percibidas anteriormente en forma habitual y regular…”.\

(6) Cuya protección se encuentra garantizada por la Constitución Nacional a través de su artículo 14 bis.
(7) Conforme artículo 242 y 246 de la LCT.
(8) Conforme artículo 137 de la LCT.



1.1.4. El adicional por zona desfavorable

A) De acuerdo quedara anteriormente dicho, dos básicamente son las
notas que tipifican el concepto de salario: (i) la ganancia (no desde el
punto de vista tributario) obtenida e incorporada al patrimonio del tra-
bajador (ventaja económica); (ii) pagada por el empleador en contra-
prestación por la labor llevada adelante (o puesta a disposición) por el
trabajador.

Todo otro concepto percibido por el beneficiario es posible distinguirlo
de salario, distinción de suma significancia por cuanto incumben las
siguientes consecuencias jurídicas: (i) su cómputo o no para el cálculo
de las indemnizaciones(9); (ii) su cómputo o no en la base de cálculo de
las prestaciones dinerarias por incapacidad temporal o definitiva deriva-
da de accidente o enfermedades profesionales(10); (iii) su inclusión en el
cálculo de vacaciones y demás licencias pagas(11); (iv) la aplicación o no
de las normas de protección del crédito salarial frente al empleador, a los
acreedores del trabajador y a los del empleador(12); (v) su inclusión o no
en la base de cálculo del sueldo anual complementario(13); (vi) en inclu-
sión o no en la base de cálculo de las horas extras(14); (vii) su condición
de ingreso gravable con aportes y contribuciones de la seguridad social(15);
y (viii) su condición de ingreso gravable a los fines del impuesto a las
ganancias(16) (en adelante, “IG”).
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(9) Conforme artículos 212, 232, 233, 245, 246, 247, 248, 249, 250, 251, 253 y 254 de la LCT.
(10) Conforme artículos 12, 13, 14, 15 y 18 de la ley 24.557.
(11) Conforme artículos 155 y 159 de la LCT.
(12) Conforme artículos 124, 131, 132, 133, 134 de la LCT.
(13) Conforme artículo 121 de la LCT y artículo 1° de la ley 23.041.
(14) Conforme artículo 201 de la LCT.
(15) Conforme artículo 6° de la ley 24.241 y artículo 18 de la ley 23.660.
(16) Conforme artículo 79 y concordantes de LIG.



B) Como es sabido el derecho del trabajo se nutre de ciertos presupues-
tos de orden constitucional y legal que le sirven de fuente normativa en
general, pero que específicamente y con relación al derecho del salario en
particular se manifiestan a través –entre otros– de los principios de igual-
dad, suficiencia, intangibilidad y conmutatividad de la remuneración.

Respecto de la igualdad, fue la propia Corte Suprema de Justicia de la
Nación quien a través de sus digestos estableció que ella “…radica en
consagrar un trato igualitario a quienes se hallan en igualdad de circuns-
tancias…” en tanto “…la recta interpretación de la garantía de igualdad
asigna al legislador la facturada de contemplar en forma distinta situacio-
nes que considere diferentes, con tal de que la discriminación no sea arbi-
traria ni importe ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o
de grupo de personas…(17)”. No se trata de igualdad por igualdad
misma, sino de igual trato entre iguales en similares pautas comparati-
vas y cuya garantía constitucional en el contrato de trabajo significa:
igual remuneración por igual tarea de acuerdo lo establece el artículo 14
bis de la Constitución Nacional. Dicho principio constitucional en rigor
importa el hilo conductor de todos los demás presupuestos normativos
que garantizan la justicia en la remuneración o “retribución justa”(18)

acorde y equitativa a la labor del trabajador como así la satisfacción de
sus necesidades y grupo familiar (suficiencia del salario). De allí que la
intangibilidad del salario como así la conmutatividad del mismo impor-
tan la garantía a la certeza a que el mismo no esté sujeto a alteraciones
irrazonables en su composición real o poder de compra por factores
exógenos como podría ser la distorsión inflacionaria o la inhóspita
región geográfica donde lleve adelante el trabajador su labor.

20

(17) Fallos 315:839; 322:2346; entre muchos otros.
(18) Garantizada también a través de distintos instrumentos internacionales con jerarquía constitucio-
nal de acuerdo prevé el inciso 22 del artículo 75 de la Constitución Nacional, vgr. Declaración
Americana de Derechos y Deberes del Hombre, Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entre otros.



C) En tal sentido y como derivación del citado artículo 14 bis de la
Constitución Nacional que garantiza principalmente el derecho a los
gremios –reglamentado a través de la ley 14.250 y sus reformas– de con-
cretar convenios colectivos de trabajo (en adelante, “CCT”), es que fue-
ron incluyéndose en dichas fuentes normativas ciertas cláusulas referen-
tes a las denominadas condiciones laborales de los trabajadores. Todas
ellas nacidas no sólo como fruto del ejercicio colectivo del derecho cons-
titucional de organización gremial que garantiza nuestra Ley Fundamental,
sino además con el principal objetivo de asegurar la consecución y pleno
goce de los derechos de los trabajadores y el acabado cumplimiento de las
relaciones legales erigidas entre las partes en todo contrato de trabajo.

Por ello en lo que importa, los CCT –en su gran mayoría– prevén entre
las citadas condiciones laborales de los trabajadores el denominado AZD,
cuya concreción significa el pleno ejercicio del citado principio de igual-
dad siendo la zona geográfica la pauta objetiva y razonable de tal distin-
ción permitida por ley.

En el caso comentado es el factor geográfico la causal objetiva que importa la
discriminación y búsqueda de la igualdad salarial. El AZD importa un correc-
tivo para alcanzar o perforar el piso de un salario de un trabajador cuya labor
presta en “zona favorable”. Así lo ha resuelto uniformemente la jurisprudencia
aplicable al fijar que el reconocimiento de un plus o adicional zonal otorgado
a trabajadores que prestan servicios en lugares inhóspitos, a mas de cien kiló-
metros de la ciudad más próxima y en condiciones en que no tienen acceso al
conjunto de facilidades que sí brinda por ejemplo la capital federal impide
asimilar –por desiguales– las condiciones de vida de ambos lugares(19).
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(19) Entre muchos otros precedentes ver, CNAT, sala IV, Preuss, Julio y otros c/ Hierro Patagónico de
Sierra Grande SAM, sentencia de fecha 30.09.1980; sala VI, Velásquez de Mascoff, Matilde y otros c/
Hierro Patagónico de Sierra Grande SAM, sentencia de fecha 29.04.1988; sala V, Díaz, Isidoro H. c/
Hierro Patagónico de Sierra Grande SAM, sentencia de fecha 28.07.1988; sala VIII, Fiore, Héctor y otros
c/ Hierro Patagónico de Sierra Grande SAM, sentencia de fecha 26.09.1991; entre muchos otros.



También fue el propio legislador nacional quien a través del dictado de
la ley 24.714 de asignaciones familiares, reconoció como pauta objetiva
de distinción la geografía provincial al zonificar los montos aplicables de
tales beneficios a los trabajadores en relación de dependencia para cier-
tas regiones, incluida naturalmente la patagónica. Igualmente lo hizo el
Poder Ejecutivo a través del dictado del decreto 1591/2008 reglamenta-
rio de la ley antes mencionada, entre otras muchas medidas.

1.2. El impuesto a las ganancias. Ganancias de la cuarta categoría.
Renta del trabajo personal

A) El objeto del impuesto a las ganancias (en adelante, “IG”) está consti-
tuido –como su nombre lo indica– por las “ganancias” del sujeto que se
beneficie con las mismas. A diferencia de otros tributos, en el caso del
citado impuesto el aspecto objetivo del hecho imponible, es decir la
hipótesis de incidencia legal tributaria se confunde en ficción con la pri-
mera manifestación de ingresos que importa en cierta medida la base
imponible del mismo.

Sabido es además, que la ley del impuesto comentado prevé cuatro cate-
gorías de ganancias según la relación económica existente entre los bien-
es y las actividades del contribuyente. Así es sabido que las dos primeras
categorías se refieren a los ingresos provenientes de la mera posesión de
bienes, sin mayor actividad personal que su administración (capitales
inmobiliarios –primera categoría– y capitales mobiliarios –segunda
categoría–). La tercera categoría agrupa las rentas obtenidas mediante la
fusión conjunta del capital, el trabajo y sujetos que se benefician de las
mismas, mientras que la cuarta y última categoría –en lo que aquí
importa– lo hace con relación a los ingresos originados por el trabajo
personal del contribuyente –sea que se ejerza en relación de dependen-
cia o de manera independiente– sin tener en cuenta el capital involucra-
do para la obtención de las mismas.
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Ahora bien, quizás el aspecto mas importante del tributo comentado es el
relativo a la determinación de la renta imponible. Al respecto el artículo 17 de
LIG establce que “…para establecer la ganancia neta se restarán de la ganancia
burta los gastos necesarios para obtenerla, o, en su caso, mantener y conservar la
fuente, cuya deducción admitida esta ley, enla forma que la misma disponga.

Para establecer la ganancia neta sujeta a impuestos se restarán del conjunto
de las ganancias netas de la primera, segunda, tercera y cuarta categorías
las deducciones que autoriza el artículo 23…”. O sea que la renta bruta
para el legislador importa la primera manifestación del beneficio como
es el caso, por ejemplo, de la diferencia entre el precio de venta de un
bien y el costo computable del mismo o salario de un trabajador. De allí
que una vez determinada la ganancia bruta de la categoria de renta que
se trate, resulte necesario considerar las deducciones admitidas que per-
mitirán establecer la base imponible sujeta al gravamen.

B) Para llegar a dicho resultado, la LIG contempla una serie de mecanismos
–denominadas deducciones– a través de las cuales el contribuyente puede
establecer –vía detracción de la ganancia bruta– la base imponible sujeta a
gravamen. Sin embargo, la cita ley no prevé deducciones especiales para la
cuarta categoría por lo que resultan aplicables las deducciones generales y
las previstas especialmente para las cuatro categorías. A tales fines, el contri-
buyente respetando el orden predispuesto por la ley para cada una de las
deducciones contempladas, teniendo en cuenta el origen y categoría de sus
rentas, en en primer lugar deducirá los gastos necesarios para obtener, man-
tener o consevar las ganancias gravadas(20). Luego en segundo orden la ley
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(20) Conforme artículos 17 y 80 de la LIG que establece que “…los gastos cuya deducción admite esta
ley, con las restricciones expresas contenidas en la misma, son los efectuados para obtener, mantener
y conservar las ganancias gravadas por este impuesto y se restarán de las ganancias producidas por
la fuente que las origina. Cuando los gastos se efectúen con el objeto de obtener, mantener y conser-
var ganancias gravadas y no gravadas, generadas por distintas fuentes productoras, la deducción se
hará de las ganancias brutas que produce cada una de ellas en la parte o proporción respectiva.
Cuando medien razones prácticas, y siempre que con ello no se altere el monto del impuesto a pagar,
se admitirá que el total de uno o más gastos se deduzca de una de las fuentes productoras…”.



del tributo dispone las denominadas “deducciones especiales” de las cuatro
categorías de ganancias(21), mientras que en tercer término lo hará respecto
las “deducciones especiales” de cada una de las categorías(22).

Finalmente resultan aplicables las deducciones personales previstas en el
artículo 23 y siguiente de la ley del tributo comentado cuya aplicación
son exclusivamente dirigida a personas físicas y sucesiones indivisas.
Estás deducciones personales son computadas en último término sobre
las ganancias netas del contribuyente. En lo que importa, el citado artí-
culo 23 establece las deducciones de: (a) ganancia no imponible; (b) car-
gas de familia; (c) deducción especial; y (d) gastos de sepelio(23).

C) Finalmente y respecto las rentas comprendidas en la ley del tributo, el
artículo 79 establece que constituyen ganancias de cuarta categoría las
provenientes: (a) del desempeño de cargos públicos y la percepción de
gastos protocolares; (b) del trabajo personal ejecutado en relación de
dependencia; (c) de las jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios de
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(21) Y cuyo artículo 82 de ley establece que “…de las ganancias de las categorías primera, segunda,
tercera y cuarta, y con las limitaciones de esta ley, también se podrán deducir:

a) Los impuestos y tasas que recaen sobre los bienes que produzcan ganancias.
b) las primas de seguros que cubran riesgos sobre bienes que produzcan ganancias.
c) las pérdidas extraordinarias sufridas por caso fortuito o fuerza mayor en los bienes que producen

ganancias, como incendios, tempestades u otros accidentes o siniestros, en cuanto no fuesen
cubiertas por seguros o indemnizaciones.

d) las pérdidas debidamente comprobadas, a juicio de la Dirección General Impositiva, originadas
por delitos cometidos contra los bienes de explotación de los contribuyentes, por empleados de los
mismos, en cuanto no fuesen cubiertas por seguros o indemnizaciones.

e) Los gastos de movilidad, viáticos y otras compensaciones análogas en la suma reconocida por la
Dirección General Impositiva.

f) las amortizaciones por desgaste y agotamiento y las pérdidas por desuso, de acuerdo con lo que
establecen los artículos pertinentes, excepto las comprendidas en el inciso l del artículo 88.

En los casos de los inciso c y d, el decreto reglamentario fijará la incidencia que en el costo del bien
tendrán las deducciones efectuadas…”.

(22) Conforme artículos 85 (primera categoría), 86 (segunda categoría) y 87 (para la tercera). Como
quedara antes señalado, no dispone la ley una enunciación para la cuarta categoría.



cualquier especie en cuanto tengan su origen en el trabajo personal y de
los consejeros de las sociedades cooperativas; (d) de los beneficios netos
de aportes no deducibles, derivados del cumplimiento de los requisitos
de los planes de seguro de retiro privados administrados por entidades
sujetas al control de la Superintendencia de Seguros, en cuanto tengan
su origen en el trabajo personal; (e) de los servicios personales prestados
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(23) El citado artículo 23 de la LIG establece que “…las personas de existencia visible tendrán derecho
a deducir de sus ganancias netas:
a) en concepto de ganancias no imponibles la suma de NUEVE MIL PESOS ($ 9.000.-), siempre que

sean residentes en el país;
b) En concepto de cargas de familia siempre que las personas que se indican sean residentes en el

país, estén a cargo del contribuyente y no tengan en el año entradas netas superiores a NUEVE
MIL PESOS ($ 9.000.-), cualquiera sea su origen y estén o no sujetas al impuesto:

1. DIEZ MIL PESOS ($ 10.000.-) anuales por el cónyuge;
2. CINCO MIL PESOS ($ 5.000.-) anuales por cada hijo, hija, hijastro o hijastra menor de veinticuatro

(24) años o incapacitado para el trabajo;
3. TRES MIL SETECIENTOS CINCUENTA PESOS ($ 3.750.-) anuales por cada descendiente en línea

recta (nieto, nieta, bisnieto o bisnieta) menor de veinticuatro (24) años o incapacitado para el tra-
bajo; por cada ascendiente (padre, madre, abuelo, abuela, bisabuelo, bisabuela, padrastro y
madrastra); por cada hermano o hermana menor de veinticuatro (24) años o incapacitado para el
trabajo; por el suegro, por la suegra; por cada yerno o nuera menor de veinticuatro (24) años o
incapacitado para el trabajo.

Las deducciones de este inciso sólo podrán efectuarlas el o los parientes más cercanos que tengan
ganancias imponibles.

c) en concepto de deducción especial, hasta la suma de NUEVE MIL PESOS ($ 9.000.-). cuando se
trate de ganancias netas comprendidas en el Artículo 49, siempre que trabajen personalmente en
la actividad o empresa y de ganancias netas incluidas en el Artículo 79.

Es condición indispensable para el cómputo de la deducción a que se refiere el párrafo anterior, en
relación a las rentas y actividad respectiva, el pago de los aportes que como trabajadores autónomos
les corresponda realizar, obligatoriamente, al SISTEMA INTEGRADO DE JUBILACIONES Y PENSIO-
NES o a las cajas de jubilaciones sustitutivas que corresponda.
El importe previsto en este inciso se elevará tres coma ocho (3,8) veces cuando se trate de las ganan-
cias a que se refieren los incisos a), b) y c) del artículo 79 citado. La reglamentación establecerá el pro-
cedimiento a seguir cuando se obtengan además ganancias no comprendidas en este párrafo.
No obstante lo indicado en el párrafo anterior, el incremento previsto en el mismo no será de aplica-
ción cuando se trate de remuneraciones comprendidas en el inciso c) del citado Artículo 79, originadas
en regímenes previsionales especiales que, en función del cargo desempeñado por el beneficiario,
concedan un tratamiento diferencial del haber previsional, de la movilidad de las prestaciones, así
como de la edad y cantidad de años de servicio para obtener el beneficio jubilatorio. Exclúyese de esta
definición a los regímenes diferenciales dispuestos en virtud de actividades penosas o insalubres,
determinantes de vejez o agotamiento prematuros y a los regímenes correspondientes a las activida-
des docentes, científicas y tecnológicas y de retiro de las fuerzas armadas y de seguridad…”.



por los socios de las sociedades cooperativas mencionadas en la última
parte del inciso g) del artículo 45, que trabajen personalmente en la
explotación, inclusive el retorno percibido por aquéllos; (f) del ejercicio
de profesiones liberales u oficios y de funciones de albacea, síndico,
mandatario, gestor de negocios, director de sociedades anónimas y fidei-
comisario. También se consideran ganancias de esta categoría las sumas
asignadas, conforme lo previsto en el inciso j) del artículo 87, a los
socios administradores de las sociedades de responsabilidad limitada, en
comandita simple y en comandita por acciones; (g) los derivados de las
actividades de corredor, viajante de comercio y despachante de aduana.

También dispone el citado artículo que “…se considerarán ganancias de
esta categoría las compensaciones en dinero y en especie, los viáticos, etc.,
que se perciban por el ejercicio de las actividades incluidas en este artículo,
en cuanto excedan de las sumas que la Direccion General Impositiva juz-
gue razonables en concepto de reembolso de gastos efectuados...”. Aclara la
propia ley a través del artículo 100 que “…los distintos conceptos que
bajo la denominación de beneficios sociales y/o vales de combustibles,
extensión o autorización de uso de tarjetas de compra y/o crédito, vivienda,
viajes de recreo o descanso, pago de gastos de educción del grupo familiar u
otros conceptos similares, sean otorgados por el empleador o a través de ter-
ceros a favor de sus dependientes o empleados, se encuentran alcanzados
por el impuesto a las ganancias, aun cuando los mismos no revistan carác-
ter remuneratorio a los fines de los aportes y contribuciones al Sistema
Nacional Integrado de Jubilaciones y Pensiones o regímenes provinciales o
municipales análogos…”.
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2. PROPUESTA Y CONCLUSIONES

Por todo lo hasta aquí expuesto, consideramos que existen razonables
fundamentos para sostener que los ingresos obtenidos por los trabaja-
dores en concepto de AZD deben ser considerados exentos a los fines de
la determinación del IG, y por ende incluirlo como inciso z) del artículo
20 de la LIG: “…los ingresos percibidos en concepto de adicional por zona
defavorable y/o cualquiera fuere la denominación asignada a los sujetos
alcanzados por los incisos b) y c) del artículo 79 de esta ley de impuestos a
las ganancias para las provincias de Chubut, Santa Cruz y Tierra del
Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur…”.

Ello así por cuanto:

A) El artículo 14 bis de la Constitución Nacional importa para los traba-
jadores una garantía tutelar contra todo tipo de discriminación arbitra-
ria basada en razones de sexo, religión o raza pero no así en cuando la
distinción se sustenta en ciertas pautas objetivas por el caso mayor efi-
ciencia, laboriosidad, contracción al trabajo(24) pero por sobre todas
éstas cuando el diferente tratamiento salarial está basado en el bien
común, es decir fundadas en la recomposición de las condiciones desfa-
vorables de labor y vida que deben soportar los trabajadores ubicados
en zonas inhóspitas donde la posibilidad de afianzarse resulta dificultosa
y alejada de toda facilidad en el acceso a los bienes y servicios presentes
en los grandes centros urbanos(25).

B) Como ha quedado expuesto anteriormente, el denominado AZD
importa sin dudas un concepto salarial –por ende de naturaleza alimen-
tario–, pero cuyo ingresos bajo ningún concepto debiera –razonablemente–
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(24) Conforme CSJN Fallos 265:248 y 311:1602.
(25) Conforme CNAT, sala VIII, Fiore, Héctor y otros c/ Hierro Patagónico de Sierra Grande SAM, 
sentencia de fecha 26.09.1991.



ser considerado ganancia susceptible de ser gravada en el IG. No se trata
de una compensación ni en términos fiscales por cuanto dicho concepto
no se encuentra incluido en la ley del tributo como así tampoco podría
serlo en tanto dicha forma o manera de extinguir una obligación se
encuentra prohibida por el artículo 825 del Código Civil.

Además siendo que el AZD importa la recomposición y búsqueda de
igualdad de trato entre los trabajadores que llevan adelante su labor en
una “zona favorable” y aquéllos que lo hacen en “zona desfavorable”
jamás podría constituir una manifestación concreta de riqueza y menos
sostenerse ciertamente a que sea susceptible de ser gravado en el IG.

C) Finalmente no debiera soslayarse que en la República Argentina es
manifiesto el deterioro que ha experimentado el poder adquisitivo de la
moneda o más bien –si se prefiere– del salario que es donde realmente
se materializa tal circunstancia “tributaria” de orden macroeconómica.
Ello se corrobora incluso a través de la propia información oficial sumi-
nistrada por al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC),
Ente Nacional que –amén de ciertas reservas respecto de su credibili-
dad– actúa en la esfera del Ministerio de Economía y Producción de la
República Argentina(26).

Al respecto entendemos apropiado reflejar el índice más representativo
de nuestra economía como es el de Precios Nivel General (IPC), base
1999=100. Así corresponde observar que el IPC índice diciembre 2001
fue de 97,60 mientras que el de diciembre 2007 fue de 194,89 por lo que
el incremento asciende a 73%, ello sin computar los años 2008 y 2009
cuyos datos aún no publicados oscilan en un 50% más siendo que su
acumulado ronda los 120 puntos aproximadamente. Respecto este últi-
mo índice se desprende un incremento comparativo de 145% aproxima-
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(26) http://www.indec.mecon.gov.ar



damente para la provincia del Chubut(27), lo que revela sin mayores
esfuerzos interpretativos de qué hablamos cuando hablamos de zona
desfavorable y su impacto económico en los salarios de los trabajadores
respecto el notable y manifiesto deterioro que ha sufrido el salario y su
poder adquisitivo desde diciembre de 2001.

Sobre el particular corresponde señalar que si la distorsión inflacionaria
–aún mínima– actúa como un tributo sobre el salario de los trabajado-
res el mismo no puede ser confiscatorio lo que ocurriría, según invaria-
ble doctrina judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuan-
do el impuesto absorbiera una parte sustancial de la renta o del capital,
y cuyo tope fijado con alcance general asciende al 33%(28). Así, reciente-
mente el Alto Tribunal de la Nación resolvió la inconstitucionalidad del
artículo 245 de la LCT por cuanto establecía que la base remuneratoria
para la indemnización no podía exceder el equivalente a tres veces el
importe mensual de la suma que resultara del promedio de todas las
remuneraciones previstas en el CCT aplicable al trabajador al momento
del despido(29). Conforme la doctrina resultante del citado precedente, se
sentó como principio que la mejor remuneración mensual, normal y
habitual no podía verse reducida en más de un 33% sobre la base de la
conocida jurisprudencia del Tribunal relativa a que la confiscatoriedad
se produce cuando la presión fiscal excede el señalado porcentaje por
“…no resulta[r] razonable, justo ni equitativo…” en cuanto erosionara más
del 33% del salario. Por ello, a igual conclusión debe arribarse de hacer
cargar exclusivamente sobre el trabajador la pérdida del poder adquisitivo
del salario, lo que resulta en sustancia y en términos confiscatorios reducir
de su remuneración y a través de la gravabilidad en el impuesto a las
ganancias los ingresos de recomposición obtenidos por el AZD.
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(27) http://www.estadistica.chubut.gov.ar
(28) Fallos 115:111; 151:359; 190:231; 200:310; entre muchos otros.
(29) Conforme CSJN Fallos 327:3677.



D) Otro elemento de juicio relevante de orden macroeconómico
importa la evolución experimentada por el Presupuesto de la
Administración de la República Argentina. Así fue estimado para el
ejercicio año 2004 (ley 25.827) $59.708.631.204; año 2005 (ley
25.967) $77.453.951.534; año 2006 (ley 26.078) $93.702.411.314; año
2007 (ley 26.198) $121.303.069.459; año 2008 (ley 26.337)
$161.486.462.174; año 2009 (ley 26.422) $233.817.577.614; año 2010
(ley 26.546) $273.129.423.917, lo expuesto revela que el cálculo presu-
puestario entre los años 2004 a 2010 exhibe no sólo un incremento
del 458% aproximadamente sino la aplicación de un nuevo tributo
(así lo denomina la doctrina económica contemporánea) devenido de
la consecuente emisión monetaria llevada adelante todo ello en per-
juicio y con la manifiesta erosión del poder adquisitivo en moneda
del salario de los trabajadores.

Lo expuesto de ningún modo importa soslayar la clara política de
Estado que a través de su Poder Ejecutivo se lleva adelante en la
Argentina desde el año 2003. Tanto desde en el orden social como así
en el recumplimiento de la deuda pública interior y externa fruto de
anteriores gobiernos cuya política neoliberal resignó los salarios de
los trabajadores y la industria nacional a cambio de un fuerte modelo
liderado por el endeudamiento exterior (debt led growth model). Por
el contrario, este Gobierno Nacional ha demarcado un notable cam-
bio histórico, proyecto de país liderado por la sustitución de importa-
ciones, crecimiento de las exportaciones y cuyas manifestaciones
sociales inclusivas importaron las sucesivas modificaciones al deno-

minado mínimo no imponible en el IG(30), el dictado de la ley 26.117
de Promoción del Microcrédito para el Desarrollo de la Economía
Social, el reciente decreto 1602/2009 a través del cual se incorporó la
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(30) Conforme ley 25.987; decreto 314/2006; ley 26.287; decreto 1426/2008; entre otras normas.



Asignación Universal por hijo para Protección Social, entre muchas
otras medidas.

Sin embargo, la inflación –nacida por la emisión monetaria, la compra
de divisas, el acomodamiento de precios de ciertos productos o la razón
que fuere– como el así el innegable factor geográfico de la Patagonia han
venido recortando y erosionando el salario de los trabajadores durante
estos últimos años, por lo que resulta necesario que urgentemente se
obtenga una recomposición de su poder adquisitivo.

Por todo lo hasta aquí expuesto, consideramos que existen razonables
fundamentos legales (económicos como así también geográficos) para
sostener validamente la inclusión normativa del AZD como ingreso
exento (conforme artículo 20 de la LIG) a los fines de la determinación
y pago del IG para los sujetos alcanzados en los incisos b) y c) del artí-
culo 79 de la ley del tributo y sólo respecto a las Provincias de Chubut,
Santa Cruz y Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur.
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UNA REVISION NECESARIA EN BUSCA DE JUSTICIA Y 
EQUIDAD DISTRIBUTIVA

Dr. Sergio Mammarelli

INTRODUCCION

“...es verdad incuestionable que la riqueza nacional proviene no de otra
cosa que del trabajo de los obreros...”
León XIII, Encíclica “Rerum Novarum, Nro. 25

1. Aclaraciones previas: Una visión del mundo diferente.

Si es particularmente difícil elaborar un trabajo intelectual en un área
del conocimiento donde se carece de formación previa, muchísimo
más difícil es, cuando esa formación es absolutamente distinta del
tema que se pretende abordar.

Cada individuo al igual que toda “organización o institución”, va con-
formando su propia e individual “visión del mundo”, distinta de sus
semejantes, como si fuera su “huella digital”. Sin duda, que en esa for-
mación va encontrando semejanzas, no identidades, en grupos de una
misma generación, afinidad política e ideológica, nivel educativo, pro-
fesión, cultura, etc. Precisamente, esas semejanzas, permiten utilizar la
expresión “compartir una visión del mundo” y diferenciarla de “visio-
nes del mundo distintas”, lo que en modo alguno, significa o es sinóni-
mo, de visiones opuestas o antagónicas.

En nuestro caso particular, nuestra Organización Gremial, con ámbi-
to de actuación exclusivo en la Patagonia Austral, intentará plantear
en las líneas que siguen, la elaboración de un trabajo de contenido
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“tributario”, para una Asociación gremial, cuya formación sindical,
intelectual y profesional, proviene del Derecho del Trabajo y de la
Seguridad Social y se nutre día a día, observando como el desempleo
y la precarización laboral, fueron las formas típicas bajo las cuales se
expresó durante la década del 90, la mayor subordinación política y
social del trabajo al capital, en un marco ideológico económico lide-
rado por el neoliberalismo, que en su altar sacrificó a más de la
mitad de la población de toda la Argentina, sumida en la más humi-
llante pobreza e indigencia.

Esta difícil realidad, que comenzó a tener una seria “revisión” desde hace
poco menos de una década, hoy se topa con una “barrera tributaria”, al
menos, para el interesante proceso de recuperación del salario real y
consecuente bienestar de los trabajadores asalariados en la República
Argentina, provocado por la actual Ley de Impuesto a las Ganancias.

2. Nuestro propósito y la elección del tema:

Como dijera Rigoberta Menchú:

“Las utopías se cumplen. He visto muchas salir adelante, ser aceptadas
después de luchas ásperas, e incluso ser defendidas finalmente por los
que fueron sus enemigos: por los que mataron contra ellas. Muchos
aspectos de la vida de hoy se lograron tras ser asesinados a montones, en
pelotones, con el muro detrás, quienes las defendían. La ideación de algo
es el principio para que ese algo, quizá, en algún momento, más o menos
modificado, se cumpla. Cuando se decreta el fin de las ideologías, como
el fin de la historia o la unidad del pensamiento, se está atentando con-
tra el futuro”.

Desde hace décadas, seguimos observando un improvisado, incohe-
rente y altamente regresivo sistema tributario argentino, que lamen-
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tablemente continúa con sus características distintivas. En el medio de
este dato esencial, la Argentina, se debate entre retenciones fijas o
móviles; tablita sí o tablita no; ayer cultura tributaria o hoy blanqueo;
pero el sistema tributario sigue igual.

Nuestros impuestos vienen siendo criticados por contribuyentes y
especialistas desde hace años y ahora también, por los trabajadores y
sus Asociaciones sindicales. Muchos políticos –en épocas de campaña–
recogen esos reproches y prometen correcciones. Sin embargo, una
vez alcanzado el poder o pasados los procesos electorales, esos propó-
sitos se desvanecen.

Por ejemplo, pese a los importantísimos avances que asistieron los
trabajadores asalariados durante toda esta década, no se registraron
significativas modificaciones respecto de la estructura tributaria here-
dada. Entre 2003 y 2009, básicamente nada cambió, ni nada se propu-
so cambiar:

El IVA siguió afectando en mayor proporción el ingreso de los que
menos tienen.

El impuesto a las ganancias siguió sin alcanzar la mayoría de las ren-
tas financieras.

Las empresas (sobre todo las extranjeras) siguieron pagando –y trans-
firiendo– dividendos libres de impuestos.

Algo similar, ocurre en nuestro caso con los planteos constantes de la
Confederación General del Trabajo respecto de la elevación de los
mínimos no imponibles en el impuesto a las ganancias para salarios y
otros ingresos del trabajo.
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Es evidente que si a comienzos de cada año se negocian aumentos
salariales, la “no actualización” de los montos deducibles, más la
“derogación parcial” de la denominada “tablita” que los disminuye,
provoca injustas retenciones por impuesto a las ganancias durante
gran parte del ejercicio fiscal. Ello particularmente será más grave
durante el año 2010, donde todos los analistas económicos, pronosti-
can una elevada inflación, cosa que ya se verificó durante el último
mes de enero, cuyo nivel, solo es comparable con igual mes de 1992.

Está claro, que mientras no se corrija y ajuste en forma automática
por la inflación real, los montos deducibles, y se persista en hacerle
pagar impuesto a rubros salariales alejados del concepto de
“ganancia” o “renta”, nunca existirá una solución permanente y defi-
nitiva para este tema.

La eliminación de la tablita (que recién en el 2009, descubrimos que era
mala), deja sin corregir inequidades, por lo que queda pendiente la
revisión integral de los impuestos que gravan salarios.

Lo único cierto, es que se mantiene entonces por acción u omisión, una
legislación tributaria improvisada, emparchada, fuertemente regresiva y
con escasos visos de equidad fiscal, donde, los que pagan, son mayorita-
riamente las familias a través de sus consumos, los trabajadores emplea-
dos y autónomos a través de sus ingresos y las medianas empresas a tra-
vés de sus ganancias, mientras que, los que menos pagan, además de los
evasores y aquellos que logran eludir los tributos, son los contribuyentes
del Impuesto a los bienes personales; los que cobran dividendos, los ren-
tistas e inversores financieros y aquellos grandes contribuyentes del
impuesto a las ganancias que a pesar de estar alcanzados por el impues-
to en cabeza propia, por las características del mercado y su condición
de formadores de precios, están en condiciones de trasladar la carga tri-
butaria sobre proveedores, clientes, usuarios, locatarios y otros.
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Nuestra iniciativa, pretende constituirse en una iniciativa legislativa
que tiene por finalidad modificar un inciso del artículo 20° de la ley
de impuestos a las ganancias – Ley 20.628-, estableciendo una exen-
ción permanente en una parte de la retribución de los trabajadores en
relación de dependencia, tanto del sector público como privado, en lo
que hace a los rubros salariales denominados adicional de zona, zona
inhóspita y/o desarraigo y su incidencia sobre el sueldo anual comple-
mentario.

Esta pretensión, solo se hace eco de un reclamo que vienen formulan-
do diferentes organizaciones sociales y asociaciones gremiales de tra-
bajadores, en toda la Patagonia Austral, en relación con la distorsión
que implica la aplicación de retenciones para pagar el impuesto a las
ganancias sobre total de las remuneraciones de los trabajadores en
relación de dependencia y jubilados, sin discriminar aquellos concep-
tos que como el adicional de zona, tienden a corregir la distorsión
que se genera en diversas regiones del país por el mayor costo de
vida, generalmente causado por el aislamiento y condiciones climá-
ticas rigurosas.

Cabe destacar, que la cantidad de trabajadores que podrían ser alcan-
zados por esta norma es mínima y aún más mínima la cantidad de
beneficiarios del sistema integrado de jubilaciones y pensiones, pues
deben superar el mínimo no imponible y estar radicados en jurisdic-
ciones en donde normas legales o convencionales hubieran previsto el
pago de este adicional o coeficiente.

Estos adicionales que en el sector privado son creados a través de
convenios colectivos de trabajo homologados por el Ministerio de
Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, y en el sector públi-
co también tienen origen a través de convenios colectivos o diversos
instrumentos legales, tienen por fundamento el de paliar el desequili-
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brio que sufre el trabajador y/o el jubilado por el mayor costo de vida
en su zona de radicación.

A nivel nacional, trascendió en medios periodísticos, que son 700 mil
aproximadamente, los trabajadores afectados por dicho impuesto, de
modo que la incidencia en la Patagonia Austral, seguramente será
absolutamente “insignificante”.

Hoy, cualquier mejora salarial, aguinaldo, horas extras, todo beneficio
que el trabajador consigue y le signifique pasar el mínimo no imponi-
ble lo absorbe Ganancias, anulando en la práctica la posibilidad de
mejorar el salario real de los trabajadores en casi toda la Patagonia
Austral, en los próximos años, situación que como veremos conspira
con la política económica instalada desde hace una década, donde el
verdadero motor de nuestra economía, está dada por el aumento de
nuestro consumo interno.

38



UNA PROPUESTA ACORDE A LA POLITICA 
ECONOMICA ACTUAL

Decididamente, la revisión y éxito más importante en nuestra política
económica actual, fue edificar una estrategia basada en tres núcleos:

a)Política de gestión de la demanda expansiva.

b)Políticas de empleo activas.

c)Expansión de los servicios públicos sociales y comunitarios.

Esto permitió en la práctica, con mayor o menores resultados:

a) Una mayor equidad, que permite una mayor estabilidad política,
económica y social del sistema democrático.

b) El gasto público en bienes sociales, contribuye a aumentar la pro-
ductividad y la movilidad de la fuerza de trabajo y esto es fundamen-
tal para incrementar la competitividad en los mercados internaciona-
les e impulsar el desarrollo económico.

c) El gasto social ayuda a mantener altos y estables los consumos y
demanda interna, lo que hace innegable el carácter anticíclico de las
prestaciones sociales y sus consecuencias estabilizadoras sobre el ciclo
económico, como ocurrió con la reciente crisis financiera internacional.

d) Las políticas públicas pueden corregir fallos del mercado de trabajo.

e) La intervención pública, permite una mayor planificación y regula-
ción del sistema económico y social.
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f) Los sistemas de provisión pública de Seguridad Social reducen la
incertidumbre.

Frente al éxito innegable de los resultados alcanzados por la política eco-
nómica actual, todavía no olvidamos el rotundo fracaso de aquella
impuesta y vigente durante la década del 90, donde precisamente el ajuste
del modelo estuvo centrado en el desempleo y la flexibilización laboral.

Durante toda la década de los 90, la economía argentina estuvo caracte-
rizada por una fuerte apertura comercial, un tipo de cambio fijo sobre-
valuado y una estructura de precios relativos que operaron en contra de
todos los sectores productivos de bienes y en particular aquellos deman-
dantes intensivos de mano de obra. Así, aquellos que no cerraron sus
puertas, procuraron reducir sus costos laborales, mediante la flexibiliza-
ción de hecho, montando diferentes estrategias que diferían según la
actividad, la situación de cada mercado de bienes, la composición finan-
ciera o la capacidad de inversión.

En definitiva, tal como se desarrollará a lo largo de este pequeño trabajo,
la iniciativa lanzada con nuestra propuesta, no significa otra cosa que
avanzar un paso más en el modelo de política económica instalado con
éxito hace poco menos de una década. Es más, tal como veremos, nuestra
hipótesis nada tiene que ver con el hecho político de modificar la BASE
IMPONIBLE, sino precisamente reestablecer otro tipo de igualdad tras la
violación de la ecuación: capacidad económica y capacidad contributiva.

Dicho de otro modo:

“Para los trabajadores que viven en la Patagonia Austral, poco importa
la suba del mínimo no imponible sino la necesidad de reestablecer el justo
equilibrio entre capacidad económica y capacidad contributiva, que en
este caso se ve violentada por los mayores costos de vida de esta zona”.
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LA ESTADISTICA ESTA DE NUESTRO LADO Y NOS DA LA RAZON
EN LOS HECHOS

Mientras estuvieron vigentes las disposiciones de la Ley 25.239/99 y el
Decreto 860/01, no eran alcanzados las remuneraciones netas mensua-
les inferiores a $ 1.835 para los dependientes solteros y $ 2.235 para los
casados. Posteriormente, con las modificaciones introducidas por el
Decreto 314/06 esos montos se incrementaron en $ 2.400 y $ 3.200,
para los solteros y casados, respectivamente.

Hoy, esos montos vuelven a incrementarse y la Administración Federal
de Ingresos Públicos, mediante el Decreto 1.426/08 publicado en el
Boletín Oficial el día 9 de septiembre de 2008, modifico el mínimo no
imponible y las deducciones a tener en cuenta para la liquidación del
impuesto a las ganancias a partir del 1º de enero de 2008.

Por ahora, los valores actuales indican que el impuesto afectará a los sol-
teros que ganen 52. 200 pesos netos o más al año (o sea, 4.015 pesos al
mes) y los casados con dos hijos que ganen 72.200 al año (o sea, a partir
de 5.554 pesos al mes).

Lo verdaderamente interesante, es la evolución de ese mínimo imponible
comparándolo con la evolución del costo de la canasta familiar básica.

Los montos de esa canasta familiar básica (familia tipo) ascendían a 
$ 474,84 para diciembre de 2001, de modo que un trabajador en rela-
ción de dependencia con familia tipo que obtenía remuneraciones netas
equivalentes a 4,7 veces la canasta básica familiar, sin encontrarse alcan-
zado por el Impuesto a las Ganancias.

Hoy, frente a un costo de la canasta familiar de alrededor de $ 2000,00
según las principales encuestadoras, si percibe retribuciones netas equi-
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valentes a 2,5 veces la canasta básica familiar, pasó a tributar el Impuesto,
siempre considerado para Capital Federal y Gran Buenos Aires..

Ahora bien, si el dato nacional es decididamente preocupante, qué decir
de un trabajador que vive en la Patagonia Austral.?

Como sucede desde hace años el Centro Empleados de Comercio de
Comodoro Rivadavia, difunde una medición mensual de la canasta
familiar en la Patagonia.

Ya en el mes de febrero del 2009, esa medición se ubicaba en un valor de com-
pra de 7.105,15 pesos. Es más, desde que se comenzó a medir la canasta en
Comodoro Rivadavia –26 de diciembre de 2006– y hasta febrero del 2009, el
aumento en el costo de los productos que la integran ha sido de un 59,07%.

Similares mediciones, se registran en otras Ciudades de la Patagonia
Austral, de modo que:

El mínimo no imponible, apenas alcanza en la Patagonia Austral, para
cubrir en algunos casos, la canasta familiar en toda esta región.

Para que todos podamos entender lo que queremos dejar planteado en
este Capítulo, el término “no imponible”, corresponde al monto mínimo
a partir del cual un dependiente está alcanzado en el Impuesto y desde
que fueron creadas, se tuvieron en cuenta para que representen montos
que garanticen un nivel digno que no solamente contemple las necesi-
dades vitales de la persona, sino que atienda también erogaciones tales
como las destinadas a educación y salud.

Queda palmariamente demostrada que la progresividad del Impuesto se
tornó en regresiva por el aumento de las alícuotas del Impuesto como
asimismo de los montos fijos en los primeros tramos de la escala.
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LA REMUNERACION COMO GENERADORA DE
CAPACIDAD CONTRIBUTIVA

A menudo se presenta la duda dentro del contexto de las prestaciones
laborales que recibe el trabajador, sobre la naturaleza jurídica de las mis-
mas y, eventualmente, sobre las consecuencias prácticas que tal distin-
ción genera.

La clásica distinción doctrinaria entre salario laboral y salario previsio-
nal, resulta por sí un mero ejemplo de la cuestión. Muchos autores recu-
rren a la regla nemotécnica, por la que se debe considerar si la presta-
ción que se pretende identificar constituye o no una “ganancia” para el
trabajador, contra/prestándose con la dación en dinero, en servicios o en
especie, la puesta a disposición que formaliza el trabajador de su fuerza
de trabajo a su empleador.

Sin embargo, junto a las denominadas prestaciones remuneratorias,
existen otras que responden o tienen por finalidad inmediata beneficiar
al trabajador en forma indirecta, siendo el principal destinatario del
beneficio o el servicio obtenido, el empleador.

La empresa es una organización destinada a producir bienes y servicios
mediante la actividad coordinada de su personal. Ese personal se agrupa
en establecimientos de distintos tipos, donde convive durante muchas
horas al día y normalmente durante muchos años. Del mismo modo,
esas empresas se encuentran radicadas a lo largo y ancho de nuestro
país, donde las situaciones regionales son sustancialmente diferentes.

Con el correr de los años, los dirigentes de empresas han llegado a la
convicción que muchos de esos problemas y necesidades no son solucio-
nables por la vía de un incremento de la remuneración, sino mediante
el otorgamiento de los llamados beneficios, destinados a satisfacer
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muchas de las necesidades que las exigencias de la vida imponen a los
trabajadores. Con la concesión de tales beneficios, las empresas no sola-
mente mejoran su relación con los dependientes, sino que paralelamente
cumplen una irremplazable función social que se hace extensiva a las
familias de aquéllos.

Ahora bien, el considerar que los beneficios deben valorizarse en dinero
y sujetarse al pago de aportes y contribuciones previsionales y al régi-
men legal de la remuneración, ha provocado también su inclusión en la
base imponible para el impuesto a las ganancias.

La Ley de Contrato de Trabajo, entiende por remuneración “la contra-
prestación que debe percibir el trabajador como consecuencia del contrato
de trabajo”, pudiéndo el salario “ser satisfecho en dinero, especie, habita-
ción, alimentos”, determinándose, además, que las “prestaciones comple-
mentarias, sean en dinero o en especie, integran la remuneración del traba-
jador” (art. 105).

Básicamente es válido el concepto que vierte sobre el tema el art. 103 de
la L. C. T. (t. o. 390/76) al definir como remuneración “la contrapresta-
ción que debe percibir el trabajador como consecuencia del contrato de tra-
bajo”.

Evidentemente para la ley laboral –y en sentido lato para el concepto de
remuneración en sí–, el criterio queda fijado por la “erogación” que reali-
za el empleador obligatoriamente, y por el “ingreso que como contrapar-
tida obtiene el dependiente incrementando su patrimonio”. Y resulta
importante este distingo porque no todas las erogaciones del empresario
tienen como efecto correlativo un enriquecimiento del trabajador.

Obviamente no existen dudas de que la remuneración del dependiente,
abonada en efectivo en cualquiera de las formas permitidas por la ley,

44



está sujeta a aportes y contribuciones y constituye base imponible para
el impuesto a las ganancias. Sin embargo, existen otros beneficios socia-
les, muchos de ellos contemplados en los distintos convenios colectivos
de trabajo, que escapan a esta clara definición. Veamos algunos ejemplos
de distinción:

1) La existencia y regulación de la remuneración es siempre imperati-
va para el empleador, lo que no ocurre necesariamente con los benefi-
cios sociales.

2) La utilización de la remuneración queda sujeta al libre albedrío del
dependiente, mientras que el beneficio, por sus características, solo
puede ser aceptado o rechazado;

3) El monto de la remuneración es o puede ser variable para cada
empleado, mientras que el beneficio es el mismo para todos los
dependientes de la empresa;

4) La apreciación económica de la remuneración es sencilla y automá-
tica. La del beneficio, en cambio, es casi siempre imposible. Desde el
punto de vista del beneficiario, ya que no se puede determinar el
importe en dinero en que se ha beneficiado;

5) La remuneración satisface las necesidades y deseos del trabajador.
El beneficio, en cambio, tiende a mejorar su calidad de vida, poniendo
a su disposición bienes o servicios que no utilizaría si tuviese que sol-
ventarlos de su bolsillo, o a los que accedería en forma parcial o de
niveles inferiores;

Lo expuesto acredita la existencia de una naturaleza jurídica netamente
diferenciada entre ambas instituciones, que crea la necesidad de defi-
nir los beneficios y darles el reconocimiento legal consecuente.
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A modo de ejemplo podemos incluir dentro de la categoría de benefi-
cios a los medios de transporte para llegar y retirarse del lugar de traba-
jo, la provisión de elementos de vestir, los refrigerios, estudio, la provi-
sión de productos de la empresa, el mantenimiento o la contribución a
instituciones recreativas, los servicios médicos y farmacéuticos, las colo-
nias o planes de vacaciones, los subsidios o facilidades a deportistas, las
guarderías, jardines de infantes y colegios solventados o subvencionados
por el empleador, los préstamos, etcétera.

A ello, se agrega en el caso del trabajador de la Patagonia, un beneficio
social mucho más importante:

El reconocimiento diferencial del costo de vida y distancia que lo sepa-
ra de los núcleos urbanos principales. Es lo que se conoce con el nom-
bre de “zona desfavorable”, “zona patagónica”, “zona inhóspita”, etc.

Resulta obvio que el encuadramiento de los beneficios debe hacerse
prescindiendo del fin último perseguido por el empleador al implantar-
los. Dicho de otro modo, no queremos decir aquí, que lo que inspira a la
empresa sea un fin puramente altruista o esconda la intención de obte-
ner una mejor voluntad o una mayor productividad de sus dependien-
tes. Sin embargo, existe un dato objetivo: la difusión y generalización
de los beneficios es altamente deseable desde el punto de vista social.

Lo cierto, es que gran parte de estos beneficios sociales, muchos de ellos,
pactados incluso en el régimen de convenciones colectivas de trabajo, no
constituyen remuneración y por ende, tampoco deben integrar la
denominada “base imponible”.

En conclusión, toda esta distinción conceptual acerca del salario, es pro-
pia del Derecho del Trabajo, también del Derecho de la Seguridad
Social, pero llamativamente es ignorada por el Derecho Tributario,
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situación absolutamente inadmisible, porque el Derecho es uno solo y
constituye y conforma también un solo Sistema Jurídico.

En definitiva, en un momento como el actual, signado por reactivación
económica, cuentas públicas ordenadas e incremento de los recursos fis-
cales, no es justo que se mantenga la arbitraria e inconstitucional norma
del Impuesto a las Ganancias aplicable a los trabajadores en relación de
dependencia, y en particular, a los trabajadores residentes en la
Patagonia Austral.

Es más, la pretensión tributarista de creación de una ficticia fórmula
igualadora que grava rendimientos nominales, se ha olvidado que el
“Valor Trabajo” tiene una jerarquía social superior al factor capital.

Esta última conclusión, hoy en nuestro país cuenta con el pensamiento
decididamente favorable de la Corte Suprema de Justicia de la Nación,
que interpretó para sí, la vigencia y cálculo de deducciones personales,
dando pie a una correcta distinción entre remuneración, beneficios
sociales, al igual que diferencia entre capacidad económica y capacidad
contributiva.

Por ello, a lo largo de los Capítulos siguientes, intentaremos resumir, el
fundamento jurídico que nos permite sostener una verdadera inconsti-
tucionalidad de la desigualdad denunciada al resultar violatoria de los
principios tributarios contenidos en nuestra Constitución Nacional.
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IMPUESTO A LAS GANANCIAS: Concepto y Evolución. 

Analicemos primariamente el origen y evolución del impuesto a la
renta, para poder comprender la lesión invocada en el caso que nos
ocupa.

Pese a variados antecedentes que se remontan al derecho romano, el
impuesto a la renta en realidad aparece con caracteres definidos a
mediados del siglo XIX, primero en Gran Bretaña, después en otros paí-
ses europeos, transformándose como principal medio de financiación de
las necesidades del Estado, en el curso del siglo XX, y en especial luego
de la primera guerra mundial, que fue el punto de partida de profundas
transformaciones económico-sociales.

La imposición de la renta marca una evolución sustancial a este respec-
to. Durante el siglo XIX, y en los primeros años del XX, el impuesto a la
renta era considerado como el tributo personal por excelencia. Para la
legislación no existía más que la persona física o natural, y la aplicación
del gravamen se hacia en función de ella exclusivamente; las sociedades
no generaban ningún sujeto independiente, pues los beneficios eran lle-
vados al acervo personal de sus integrantes; en otras palabras, las socie-
dades no constituían per se sujetos de la obligación fiscal, sino como en
la doctrina económica, meras ficciones jurídicas. El impuesto era, pues,
eminentemente personal o subjetivo. Pero al desarrollarse la sociedad
capitalista cambió la situación radicalmente.

Algo similar ocurrió con las modalidades opuestas de imposición a la
renta: el impuesto cedular y el impuesto general o global. Del primero se
exhibía como modelo típico la legislación Inglesa; del segundo de la
Alemania.

En el sistema cedular cada categoría de rentas (cedulas) se consideraba
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separadamente y soportaba cada una de ellas su propia tasa; en el sistema
global, en cambio, todos los rendimientos se reunían en una bolsa común,
si así puede decirse, y al total se aplicaba la alícuota correspondiente.

Ahora bien, esa dicotomía ha desaparecido en la actualidad, de tal
manera, que casi todas las legislaciones combinan el antiguo sistema
cedular con el global, de lo cual resulta acentuado el carácter unitario de
la renta imponible.

Definición del concepto de renta:

La multiplicidad de conceptos permitirá clasificarlos desde los más
variados puntos de vista, empero, generalmente las teorías suelen agru-
parse en cinco categorías, a saber: 1) teorías del fondo de consumo; 2)
teorías de la periodicidad; 3) teorías de la fuente; 4) teorías de las cate-
gorías de productos; 5) teorías del incremento del patrimonio.

Pasando ya a la explicación de ellas, diremos que, los cuatro primeros
grupos coinciden en la idea de que la noción de renta debe limitarse a
los ingresos periódicos o que pueden renovarse a intervalos más o
menos regulares; la última teoría – por cuanto es una sola y no varias
como en los grupos anteriores– equipara la renta a los ingresos logrados
por el sujeto, sin atenerse al origen o fuente y a los demás requisitos
enunciados por las anteriores.

Evolución Regional:

Como en otros países, el impuesto a la renta tuvo entre nosotros una
lenta evolución doctrinal y parlamentaria, transcurriendo muchos años
antes de su implantación. Hasta 1931 el régimen tributario nacional estu-
vo estructurado sobre la base de los impuestos al consumo, pues el 62%
aproximadamente de los ingresos correspondía a ellos, y dentro de estos,
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el 76% eran tributos aduaneros. Pero, al influjo de nuevas corrientes eco-
nómicas y sociales, el gobierno se vio obligado a propiciar una reforma
sustancial. Fue así, que el Presidente Hipólito Irigoyen, envió al Congreso
el primer proyecto de impuesto a la renta el 22 de agosto de 1917, que
afectaba a las personas físicas o jurídicas domiciliadas en el país por la
percepción de rentas liquidas generales obtenidas en la Argentina o en el
extranjero y las corporaciones constituidas fuera del territorio nacional,
por la obtención de rentas líquidas de bienes situados en el país (art. 1 y
2). Eximía del gravamen a las instituciones filantrópicas, mutualistas, gre-
miales y de cultura física e intelectual; a la caja nacional de ahorro postal;
y a los agentes diplomáticos y consulares (art. 17).

El proyecto citado, establecía dos tasas: la tasa básica del 2% para perso-
nas físicas y personas jurídicas domiciliadas en el país y del 3% para per-
sonas y corporaciones constituidas en el exterior (art. 1 y 2); y la tasa adi-
cional, de tipo progresivo, que afectaba a las personas físicas según el
volumen de su renta y las sociedades civiles y comerciales según el por-
centaje que las ganancias obtenidas representaban respecto de sus capita-
les, siempre que el rendimiento del capital excediera del 4% (art. 3 y 7).

Recién fue, el 17 de junio de 1932, que se sanciona la primer ley de
impuesto a la renta – Ley 11.586– instituyéndose como “gravamen de
emergencia nacional” hasta el 31 de diciembre de 1934, caracterizándo-
se como impuesto cedular, ya que cada categoría era autónoma, con
régimen y tasas propias, no permitiéndose compensar quebrantos de
una cédula con beneficios de otra. Ese impuesto cedular se complemen-
taba con un gravamen global progresivo para la renta de las personas
físicas que superan los m$n. 25.000 anuales.

La estructura general de la Ley era sencilla, con aplicación de conceptos
dominantes en la materia –tratamiento preferencial a las rentas del
trabajo, deducciones por cargas de familia, etc.–, pero en el breve tér-
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mino de vigencia demostró graves fallas y la imposibilidad de llevar a
efecto cierto principios esenciales, por lo cual casi no recibió aplicación
práctica, pues a los pocos meses fue reemplazada por la ley 11.682, que
constituyó la ley básica en la materia hasta 1973, reformada en 1974 por
la ley 20.628, esta vez denominado oficialmente impuesto a las ganan-
cias, en reemplazo del anterior impuesto a los réditos.

Con las modificaciones introducidas a partir de la ley 21.286, la ley del
impuesto a las ganancias se afilia al concepto del rédito - producto, si
bien con algunas excepciones.

De toda esta evolución, pueden señalarse las siguientes características
de la ley:

1. Adopta el principio de la territorialidad o de la fuente como criterio
de atribución del rédito a los sujetos de la imposición, desechando los
conceptos de nacionalidad y del domicilio sustentados por los países
exportadores de capital.

2. Los sujetos del impuesto no están enumerados con suficiente ampli-
tud, aunque puede decirse en general, que son sujetos las personas físi-
cas y ciertas personas jurídicas, ya que estas reciben diferente tratamien-
to, pues algunas modalidades tienen distinto régimen tributario.

3. En lo que respecta a la persona física, el gravamen es de tipo
“subjetivo” o personal, pues la ley admite deducciones por mínimo vital
y cargas de familia; en tanto que es “objetivo” o real en lo que respecta a
las sociedades de capital y asociaciones.

4. Las tasas son proporcionales en materia de sociedades, en las regalías,
dividendos y otros beneficios remitidos al exterior, y progresivas por
grados o escalones en lo que respecta a las personas físicas.
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5. No define el concepto de ganancia, sino que, como la mayoría de las
legislaciones, simplemente enumera cuáles son las situaciones jurídicas
o económicas que generan la obligación tributaria.

6. No adhiere al principio de la realización o separación del rédito incluyen-
do tanto el percibido como el devengado y las llamadas rentas psíquicas.

7. Carecen de significación la periodicidad y la permanencia de la fuente
productora, en razón de que hay réditos accidentales y con extinción de
la fuente productora.

8. Declara imponible la renta neta, pues admite deducir los gastos para
obtener y mantener los rendimientos.

9. La determinación de la obligación se basa en la declaración del contri-
buyente, sujeta a la eventual fiscalización por parte de la autoridad.

Distintas Categorías:

La Ley establece cuatro categorías de ganancias. Dos están referidas a los
ingresos provenientes de la mera posesión o tenencia de bienes, sin mayor
actividad por parte del sujeto que los obtiene, excepto el de una simple
administración, y comprenden la renta de los capitales inmobiliarios (prime-
ra categoría) y la de los capitales mobiliarios (segunda categoría). La tercera
categoría alcanza a las rentas producidas en forma conjunta por el capital y el
trabajo de su titular; en cambio, la cuarta categoría se refiere a las rentas
que provienen exclusiva o preponderantemente del trabajo personal.

La ubicación de las ganancias en la primera, segunda, y tercera categoría
está fundada en su naturaleza, en tanto que a los efectos de encuadrar la
ganancia en la cuarta categoría hay que tener en cuenta, en principio al
sujeto que la obtiene.
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La cuarta categoria (renta del trabajo personal):

Atendiendo puntualmente al objeto central del planteo que nos
ocupa, esbozaremos a continuación, una aproximación al concepto de
“Renta del Trabajo Personal”, que derivan de manera preponderante
del trabajo personal; ya sea este independiente (tales como, oficios,
profesiones liberales), o en relación de dependencia o se trate de pasi-
vidades (como jubilaciones, pensiones, etc).

En todos los casos, el sistema de imputación de Ganancias; es el de lo
“percibido”, quiere significar ello, que tal como menciona el art. 79 de
la ley 20.680 son ganancias de la Cuarta categoría las siguientes:

1. Del desempeño de cargos públicos y la percepción de gastos proto-
colares;

2. Del trabajo personal ejecutado en relación de dependencia;

3. De las jubilaciones, pensiones, retiros o subsidios de cualquier
especie en cuanto tengan su origen en el trabajo personal y de los
consejeros de las sociedades cooperativas; de los beneficios netos de
aportes no deducibles derivados del cumplimiento de los requisitos de
los planes de seguro de retiro privados administrados por entidades
sujetas al control de la Superintendencia de Seguros de la Nación en
cuanto tengan su origen en el trabajo personal;

4. De los servicios personales prestados por los socios de las socieda-
des cooperativas mencionadas en la última parte del inc. e del art. 45
que trabajen personalmente en la explotación, inclusive el retorno
percibido por aquéllos;

5. Del ejercicio de profesiones liberales u oficios y de funciones de
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albacea, síndico, mandatario, gestor de negocios, director de socieda-
des anónimas y fideicomisario;

6. Los derivados de las actividades de corredor, viajante de comercio y
despachante de aduana.

Para terminar, también se considerarán ganancias de esta categoría las
compensaciones en dinero y en especie, los viáticos, etc., que se perci-
ban por el ejercicio de las actividades incluidas en este artículo, en
cuanto excedan de las sumas que la Dirección juzgue razonables en
concepto de reembolso de gastos efectuados.

La fuente del texto vigente, se encuentra en el art. 78 de la ley 20628,
que a su vez reproducía el antiguo art. 60 de la ley 11682.

En cuanto a Alimentos; casa habitación; viáticos, el párrafo final del
art. 79 dispone que también se consideran réditos de la cuarta catego-
ría las compensaciones en dinero y en especie, los viáticos, etc., que se
perciban en las actividades incluidas en el artículo, en cuanto excedan
las sumas que la DGI considere razonables en concepto de reembolso
de gastos efectuados.

54



NUESTRA OBLIGACION DE SOSTENER EL ESTADO –
CAPACIDAD CONTRIBUTIVA

Partiendo de la base que la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre aprobada en Bogotá, Colombia, en 1948, que tiene
entre nosotros jerarquía Constitucional (art. 75, inc.22 C.N.), en su art.
XXXVI expresa que: “toda persona tiene el deber de pagar los importes
establecidos por la ley para el sostenimiento de los servicios públicos”. Este
deber de contribuir al sostenimiento de los gastos del Estado debe ser
entendido en un Estado democrático, como que los llamados a contri-
buir son aquellos que tengan capacidad económica para soportar la
carga, y en forma proporcional y progresiva a dicha capacidad.

En forma concordante se expresa el Tribunal Constitucional Español, en
la sentencia 27/1981, cuando en ocasión de expresar sus considerandos
destacó: “que la alusión al principio de capacidad económica contenida en
el art. 31.1 de la Const. implica la incorporación de una exigencia lógica
que obliga buscar la riqueza, allí donde la riqueza se encuentre”. Quiere
significar ello, que “la causa jurídica del tributo, debe ser buscada en la
relación del hecho que la ley asume como razón necesaria y suficiente para
justificar el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos del Estado”. Y
la razón última por la cual la ley toma un hecho de la vida como presu-
puesto de la obligación tributaria reside en la existencia de capacidad
contributiva, puesta de manifiesto por ese hecho.

Queremos dejar planteado con la explicación formulada precedente-
mente, que más allá de la asimilación o equiparación que se pretenda
efectuar entre RIQUEZA Y GANANCIA, proveniente en nuestro caso,
de la remuneración del trabajador, debe existir como condición sine qua
non, una manifestación directa, de capacidad económica traducido esto,
en el terreno de la obligación tributaria; el contribuyente, para ser tal,
tiene que contar con “capacidad contributiva”.
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El concepto de capacidad contributiva denota una aptitud de las perso-
nas para pagar los tributos, es decir, posesión de riqueza en medida sufi-
ciente para hacer frente a la obligación fiscal. Sin embargo, no hay que
confundir “capacidad económica” con “capacidad contributiva”, puesto
que para que se de ésta última, se requiere una potencia económica o
riqueza de un sujeto que supera el mínimo que posibilite un nivel de
vida digno por parte del contribuyente y su familia. En este sentido, no
existe capacidad de concurrir a los gastos públicos si sólo se tiene lo
necesario para las exigencias individuales mínimas, ni cuando no se
satisfaga el imperativo constitucional de posibilitar una vida digna.

En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación tuvo oportuni-
dad de expresar :

“Que si bien todo impuesto tiene que corresponder a una capacidad contri-
butiva, la determinación de las diversas categorías de contribuyentes puede
hacerse por motivos distintos de la sola medida económica de esa capaci-
dad. El valor económico de los bienes que constituyen el objeto material del
impuesto no determina por sí solo, y a veces no determina de ningún modo,
las distintas categorías de contribuyentes, ni las que el régimen impositivo
hace de los bienes gravados, y de la situación de los contribuyentes a su res-
pecto. En estas determinaciones pueden intervenir factores que no son eco-
nómicos o que lo son sólo indirectamente” .

La doctrina judicial de la Corte tiene dicho que la garantía del art. 16 de
la Constitución nacional no impide que el legislador contemple en
forma distinta situaciones que considere diferentes, con tal de que la dis-
criminación no sea arbitraria ni importe ilegítima persecución o indebi-
do privilegio de personas o grupos de personas  .

Ello pone en evidencia que la interdicción de la arbitrariedad no resulta
suficiente para juzgar si un tratamiento discriminatorio resulta compati-
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ble con las prescripciones constitucionales. Será necesario además:

a) una fundamentación objetiva para el trato desigual;

b) que exista coherencia del legislador en el desarrollo de los criterios
elegidos para la diferenciación;

c) la existencia de otros principios constitucionales que justifiquen la
diferencia de trato.

El control de idoneidad

Ante la insuficiencia de la arbitrariedad, se hace necesario ponderar si el
motivo que justifica la restricción de la igualdad tiene mayor peso que
esta última. No resulta suficiente que existan motivos que expliquen el
trato desigual o motivos objetivamente convincentes; además, es necesa-
rio analizar si la medida es idónea para alcanzar el fin que supuestamen-
te justifica el trato diferenciado.

El Tribunal Constitucional español considera que el principio de igual-
dad prohíbe aquellas “desigualdades que resulten artificiosas o injustifica-
das por no venir fundamentadas en criterios objetivos y suficientemente
razonables”, agregando que “para que la diferenciación resulte constitucio-
nalmente lícita no basta con que lo sea el fin que con ella se persigue, sino
que es indispensable además que las consecuencias jurídicas que resultan de
tal distinción sean adecuadas y proporcionadas a dicho fin, de manera que
la relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el fin
pretendido por el legislador superen un juicio de proporcionalidad en sede
constitucional, evitando resultados especialmente gravosos o desmedidos” .

Dicho de otro modo, es necesario, realizar un especial control de la
necesidad o idoneidad de la medida que ha de tener tal categoría y peso
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que justifique el trato diferencial, mediante la ponderación de bienes
jurídicos, analizando si entre las distintas alternativas se ha escogido
aquella que menor lesión ocasiona al principio de capacidad económica.

La mayor deducción establecida en el impuesto a las ganancias para los
ingresos derivados del trabajo, en relación con otras fuentes de renta,
aparece justificada por la mayor jerarquía que en la consideración social
se le atribuye a aquél. Precisamente tales motivos, justifican una segunda
distinción para aquellos trabajadores que viven en zonas desfavorables o
que al menos presentan circunstancias especiales de carácter regional
que justifican un trato diferencial a los efectos de mantener una ecua-
ción de igualdad.

El Tribunal Constitucional alemán , en sentencia del 3/11/82, consideró
que “es una exigencia fundamental de la justicia tributaria que se ajuste a
la capacidad económica, lo que resulta especialmente válido para el
impuesto sobre la renta. [...] Del principio de la tributación según la capa-
cidad económica deriva, en cualquier caso, que en el impuesto sobre la
renta también son relevantes aquellos gastos que caen fuera de la esfera de
la obtención de los ingresos –es decir, dentro del ámbito privado– y que son
inevitables para el contribuyente. La carga económica que supone el deber
de sostener a los hijos es una circunstancia especial que restringe la capaci-
dad económica de los padres. El legislador no puede dejar de considerar
esta carga ineludible sin quebrantar la justicia tributaria”.

Al conflicto que se pueda producir entre el derecho a la capacidad
económica y otros objetivos constitucionales le resulta aplicable el
principio de proporcionalidad, integrado por el control de adecuación
medio-fin, de forma que el distingo que sea necesario y adecuado
establecer sea lo menos lesivo a la igualdad, entre las alternativas posi-
bles, y que esa desigualdad sea proporcionada con los beneficios que a
cambio se obtienen.
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Determinación de la cuota contributiva individual.

El deber de contribuir según la capacidad económica exige que la deter-
minación de la cuota individual de sostenimiento de los gastos públicos
sea determinada en función de la respectiva capacidad. Ello indica que el
principio de capacidad económica es de aplicación al conjunto del siste-
ma tributario y de los gastos públicos.

Cualquier apartamiento de la capacidad económica que se observe en
un impuesto determinado repercute en una distorsión de la carga eco-
nómica individual. Va de suyo, en consecuencia, que el principio de
capacidad económica es una exigencia respecto de todos los tributos. Sin
menoscabo de ello, existen excepciones:

a) aquellas basadas en otros principios constitucionales que superen el
control constitucional de proporcionalidad;

b) los impuestos al consumo en los que sea difícil, cuando no imposible,
tener en cuenta el principio, en cuyo caso se debe restablecer el equili-
brio a través de otras figuras impositivas o de erogaciones del Estado, lo
que exige una estricta coordinación normativa.

La Capacidad económica objetiva.

Desde una perspectiva objetiva, el principio de la capacidad económica
exige tres requisitos:

a) que el gravamen se aplique a rendimientos netos;

b) que no exista una total separación entre los diversos períodos impositivos, y 

c) que no se someta a tributación rendimientos ficticios.
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El principio de tributación de los rendimientos netos es una exigencia
para que el gravamen recaiga sobre la riqueza disponible. La prohibición a
tales deducciones introducida por la ley 24.475 fue calificada de incon-
gruente, en oportunidad de su derogación por la ley 24.885 , por el propio
Poder Legislativo que la había sancionado . Ya veremos que del mismo
modo en que “los gastos de custodia de niños en que incurren matrimonios
en los cuales ambos cónyuges trabajan deben ser admitidos” como deduc-
ción, no parece justificable, en cambio, que se excluya la deducción cuan-
do se superen determinados ingresos o que no se tomen en cuenta des-
equilibrios regionales, admitidos por la misma Constitución Nacional.

El principio de efectividad, de gravar la riqueza efectiva, alude a tres
cuestiones:

a) el impuesto no debe gravar la capacidad productiva, sino la riqueza
obtenida efectivamente;

b) no cabe establecer presunciones iure et de iure que imputen una
riqueza meramente probable;

c) no cabe gravar rendimientos puramente nominales.

Precisamente, estas tres violaciones son las que se producen en concreto
con el trabajador de la Patagonia, donde:

• Se grava su capacidad productiva y no la riqueza efectivamente obtenida.

• Se establece una presunción iure et de iure de que su capacidad pro-
ductiva es sinónimo de riqueza.

• En consecuencia se grava un rendimiento económico PURAMENTE
NOMINAL.
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Siendo que la capacidad contributiva se refiere a una aptitud efectiva y
real para pagar el tributo, es necesario que sean gravadas manifestacio-
nes económicas reales y no meramente ficticias, lo cual exige no sólo la
elección de hechos imponibles que respondan a tales exigencias, sino la
adopción de particulares sistemas de liquidación y recaudación.

Las presunciones absolutas son notoriamente inconstitucionales, puesto
que admitir una determinada potencia económica cuya existencia no
esté comprobada agravia los principios de capacidad contributiva y de
razonabilidad de las leyes, esto último por la falta de proporcionalidad
entre el fin perseguido y el medio escogido.

En ese sentido, la Corte Suprema de la Nación, al analizar la constitucio-
nalidad del ahorro obligatorio, sostuvo que el sistema de presunciones
establecidos en las leyes 23.256 y 23.549 resultaba razonable, sin perjui-
cio de lo cual el contribuyente se encontraba facultado para aportar ele-
mentos probatorios orientados a destruir las presunciones que las leyes
contenían y demostrar que en el período en que debía constituirse el
ahorro había disminuído o desaparecido la capacidad contributiva
tomada como base para aplicar el tributo ) .

La cuestión también había sido abordada por el Tribunal Constitucional
italiano, que en sentencia del 23 de mayo de 1966 declaró la ilegitimidad del
2º párr. del art. 25 de la ley 246, del 5 de marzo de 1963, que creó un
impuesto municipal sobre el incremento de valor de los solares, permitien-
do gravar las plusvalías realizadas hasta con diez años anteriores a la entrada
en vigencia de la norma. El Tribunal Constitucional, al declarar la inconsti-
tucionalidad de la norma citada por oponerse al art. 53 de la Constitución
italiana, sostuvo que el precepto impugnado producía una ruptura entre la
imposición y la capacidad contributiva, pues daba lugar a la aplicación del
impuesto a relaciones extinguidas, sin que esta eficacia retroactiva estuviera
sustentada por ninguna presunción racional de que los efectos económicos
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de la enajenación y del valor realizado por ésta, permanecieran en la esfera
patrimonial del sujeto, existiendo también la posibilidad de que la enajena-
ción hubiera tenido lugar en un tiempo notablemente remoto, en el que no
era siquiera previsible la institución del impuesto.

La Capacidad económica subjetiva.

El límite de la capacidad económica para contribuir está dada por un
mínimo que posibilite al individuo cubrir sus necesidades elementales.

A los efectos de la determinación de ese mínimo necesario para satisfa-
cer tales necesidades inciden determinados factores:

a) Por un lado, influyen factores como el costo de vida, que varía no
sólo de país en país, sino entre las distintas localidades de un determi-
nado país, como ocurre con la Patagonia.

b) Por otra parte, el grado de desarrollo o de bienestar alcanzado por
cada sociedad incide sobre el nivel de vida que se considera mínimo.

c) También se debe tener en cuenta los servicios asistenciales que pres-
te el Estado. En la medida en que no se cuente con eficientes servicios
asistenciales, mayores serán las exigencias en pos de la admisión de
mayores deducciones tributarias para atender la carencia de tales pres-
taciones. También esta hipótesis se da en toda la Patagonia.

La Constitución, en su art. 14 bis , y los tratados internacionales, cuya
jerarquía constitucional ha sido consagrada en la reforma de nuestra ley
suprema (art. 75, inc. 22, C.N.), recogiendo y ampliando la doctrina
judicial de la Corte Suprema de la Nación expresada en el caso
“Ekmekdjian c. Sofovich” y luego en los casos “Fibraca” y “Hagelin” ,
consagran el derecho de toda persona a un nivel de vida digno, al disfrute
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del más alto nivel posible de salud física y mental, a la educación, a la pro-
tección integral de la familia, a la defensa del bien de familia y al acceso a
una vivienda digna; por tanto, el régimen tributario en su conjunto
debe facilitar y propender a la consecución de tales objetivos .

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
reconoce el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y
su familia, definida como el elemento natural y fundamental de la socie-
dad, a la cual se debe conceder la más amplia protección y asistencia posi-
ble; consagra el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y
mental, y a la educación, que debe estar orientada hacia el pleno desarrollo
de la personalidad humana y del sentido de su dignidad (arts. 10 a 13 ).

Como consecuencia de lo expuesto, desde la perspectiva constitucional,
capacidad contributiva significa potencia económica que permita absorber
el tributo sin mengua alguna de la vigencia en plenitud de los derechos a
una vida digna, a la educación, a la salud y a la protección y fortalecimien-
to de la familia, núcleo esencial de la sociedad. Sólo después de satisfacer
tales exigencias se puede hablar del deber constitucional de concurrir
al sostenimiento de los gastos del Estado.

No procede identificar toda manifestación de riqueza con capacidad
contributiva, sino sólo aquella potencia económica que debe juzgarse
idónea para concurrir a los gastos públicos, a la luz de los principios y
objetivos constitucionales plasmados en la Constitución  .

El mínimo exento en la imposición indirecta.

Dado que la capacidad contributiva es la potencia económica o de riqueza de
un sujeto que supera el mínimo que posibilite atender a necesidades esencia-
les, no es suficiente que el mínimo exento sólo se respete en la imposición
directa, sino que también ha de proyectarse a los impuestos indirectos.

Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia 63



La respuesta en ese sentido ha sido expresada por la doctrina europea
desde el clásico estudio de Giardina, habiéndose sostenido que un
impuesto sobre el consumo que no eximiese los bienes y servicios de
primera necesidad deviene inconstitucional .

La reforma constitucional ha consagrado expresamente los llamados
derechos de tercera generación, entre los que se ubican los derechos de
los consumidores, a la calidad de vida, de protección del medio ambien-
te, etc., definiendo nuevos ámbitos vitales que claman por una acción
positiva del Estado. Los fines extra/fiscales de los tributos no deben des-
virtuar el tributo en su esencia jurídica. El presupuesto que habilita al
legislador para establecer un tributo es la capacidad contributiva, utili-
zando los mecanismos de deducciones, desgravaciones, estímulos, ate-
nuándose el principio de que el tributo debe ser proporcional a la capa-
cidad económica.

Del mismo modo que la formación de distintas categorías de contribu-
yentes a las que se les aplique distinto tratamiento fiscal, tendiente a
superar situaciones de manifiesta desigualdad, resulta legítima la dife-
renciación dentro de una misma categoría con el fin de producir igual
efecto, como debiera suceder con los trabajadores en la Patagonia.

A lo expuesto, se agregan otras cuestiones constitucionales no menos
importantes, como la protección y primacía del trabajo sobre el capital,
protección económica de la familia (art. 14 bis), progreso económico
con justicia social, estímulo a la instrucción general y universitaria y a la
investigación y el desarrollo científico y tecnológico, promoción de las
industrias, crecimiento armónico de la Nación y poblamiento de su
territorio (art. 75, incs. 18 y 19), promoción de medidas de acción direc-
ta que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y la pro-
tección de los derechos de los niños, las mujeres, los ancianos y las per-
sonas discapacitadas (art. 75, inc. 23), etc.
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Por todo ello, creemos que existe legitimación para todos los contribu-
yentes (léase trabajadores en relación de dependencia) de la Patagonia,
para demandar la inconstitucionalidad de disposiciones que trasgreden
el principio de capacidad contributiva, pues todo apartamiento implica
un acrecentamiento de la carga contributiva individual.

A lo expuesto, hay que agregar, que no cabe negarles a los jueces com-
petencia para juzgar los desvíos al principio de capacidad contributiva
so pretexto de que no les corresponde analizar el acierto o error de la
política económica que pueda haber determinado la adopción de la
medida cuestionada, pues de lo que se trata es de juzgar la adecuación
de la medida a los principios constitucionales que gobiernan la contri-
bución de todos al sostenimiento de los gastos del Estado.

Ahora bien, hasta ahora, hemos analizado la capacidad contributiva
como una aptitud para contribuir al sostenimiento de los gastos públi-
cos: es decir, el fundamento, la razón de ser del deber de contribuir en
general. Sin perjuicio de esa función, el principio también nos sirve para
medir la cuantía de la contribución.

En este plano, para que el ejercicio del poder tributario respete los dere-
chos individuales, debe exigir una parte, y solamente una parte de esa
capacidad contributiva, para permitirle al contribuyente el disfrute de
esos derechos. Todo derecho tiene límites que se derivan de su propia
naturaleza y otros que se originan de su articulación con los demás
derechos. El límite de la contribución estará dado por la necesidad de
compatibilizar la plena vigencia de los derechos individuales con la
debida tutela del Estado custodio del interés colectivo.

Esa relación adecuada que debe caracterizar a un régimen tributario
justo varía según el tiempo y el lugar, mas en toda circunstancia el poder
tributario no queda habilitado a franquear el valladar que garantiza el
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goce de los derechos constitucionales. El tope máximo de la presión tri-
butaria estará señalado por los principios de capacidad contributiva y
no confiscatoriedad que acotan el ejercicio del poder de imposición.

Nuevamente aquí, observamos una nueva causa de inconstitucionalidad
para el trabajador en relación de dependencia de la Patagonia.

Si entendemos por tributo toda prestación patrimonial obligatoria esta-
blecida por ley, tendiente a sufragar los gastos públicos, la definición se
adapta sin problemas tanto a los impuestos como a las tasas y a las con-
tribuciones especiales. El problema comienza cuando a la definición
dada se le adiciona el hecho de que la contribución a los gastos se debe
en función de la capacidad contributiva de las personas llamadas a satis-
facerla.

El principio de capacidad contributiva está implícitamente contenido en
la Constitución cuando se refiere a las contribuciones que equitativa y
proporcionalmente a la población establezca el Congreso de la Nación
(art. 4 , C.N.). Las contribuciones deben ser equitativas, y no lo serían si
no presupusieran una aptitud de pago, es decir, una capacidad económi-
ca por encima del mínimo indispensable para una vida digna para el
contribuyente y su familia. Exigir un tributo con independencia de la
existencia de capacidad económica de los obligados a satisfacerlo impli-
caría arrasar lisa y llanamente con los derechos individuales, incluído el
derecho a la vida.

Constituciones de Italia, en su art. 53, y de España, en su art. 31, lo aco-
gen expresamente; no así la Ley Fundamental de Bonn, lo cual no ha
sido óbice para su consagración en la doctrina del Tribunal
Constitucional alemán. En nuestro caso, resulta conveniente su inserción
en el texto de la Constitución para impulsar un movimiento renovador
que nos encamine hacia un régimen tributario justo.
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LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES TRIBUTARIOS

Analicemos a continuación, los principios jurídicos constitucionales que
comprenden las restricciones al poder tributario del estado: legalidad,
igualdad, generalidad, razonabilidad y no confiscación.

El principio de legalidad es uno de los postulados esenciales del estado
moderno y se refiere a que todo tributo debe ser creado por una ley.Se trata,
básicamente, de trasladar a la materia tributaria la pauta del art. 19 de la
Constitución nacional (CN): nadie puede ser obligado a hacer lo que la ley
no manda. (Conf. Bidart Campos, Germán J., “Derecho Constitucional
Argentino”, t. I, p. 529, Ediar, 1993).A su vez, el principio de legalidad tribu-
taria surge explícitamente del art. 17 CN, en cuanto establece que sólo el
Congreso impone las contribuciones que se expresan en el art. 4.

El principio general de igualdad aparece en la Constitución Nacional en
su art. 16, el que establece que en la Nación Argentina “todos sus habi-
tantes son iguales ante la ley ...” Luego de este postulado general el cons-
tituyente recalca la aplicación del mismo para la materia tributaria
cuando manifiesta que “ la igualdad es la base del impuesto ...”. En efecto,
la igualdad como base del impuesto y de las cargas públicas está conte-
nida en los arts. 4, 16 y 75, inc. 2 de la Constitución Nacional, y significa
que el impuesto debe ser igual para todos los habitantes del país que
se encuentran en las mismas condiciones, ante iguales circunstancias,
y con igual capacidad tributaria. Villegas, observa la utilización combi-
nada de las nociones de “igualdad”, “equidad”, y “proporcionalidad”. Esa
conexión de tan trascendentales conceptos torna viable llegar a la
siguiente conclusión:

la igualdad a que se refiere la Constitución como “base” del impuesto,
es la contribución de todos los habitantes del suelo argentino según su
aptitud patrimonial de prestación.
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El concepto se complementa por el de proporcionalidad que no se refie-
re al número de habitantes sino a la cantidad de riqueza gravada y
refuerza axiológicamente con el de equidad, principio, éste, que se
opone a la arbitrariedad y que se entiende cumplido cuando la imposi-
ción es justa y razonable.

Ello es lo que se desprende del espíritu de la Constitución conforme al
objetivo deseado por quienes la plasmaron: que cada persona contribuya
a la cobertura de las erogaciones estatales en “equitativa proporción” a su
aptitud económica de pago público, es decir, a su capacidad contributiva.

La existencia de desigualdades naturales justifica, según Linares
Quintana, la creación de categorías de contribuyentes sujetos a tasas
diferentes, siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) Razonabilidad de la categoría 

b) La clasificación debe excluir toda discriminación arbitraria, injusta
u hostil.

c) Todos los contribuyentes comprendidos en una misma categoría
deben recibir igual trato.

d) El trato diferencial aplicado a los contribuyentes debe comportar
una justa igualdad que la Constitución llama equidad.

e) El trato diferencial debe respetar la uniformidad y generalidad del
tributo.

f) Debe existir proporcionalidad de la contribución con relación a la
capacidad tributaria del habitante; vale aclarar que el concepto de pro-
porcionalidad incluye el de progresividad.
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La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sufrido
una evolución en lo atinente al significado del principio de igualdad. En el
año 1875 la Corte de Justicia Nacional sostuvo que la igualdad no es un
criterio matemático, preciso y absoluto, sino relativo. Las leyes tributarias
deben ser iguales con relación a quienes están en igualdad de condiciones
(Fallos 16:118). En el año 1923, a modo de corolario de lo expresado con
anterioridad, la Corte aceptó la posibilidad de “distingos” en las leyes fis-
cales, siempre que éstos no tengan propósitos determinados de hostiliza-
ción o favorecimiento. No es aceptable, por ejemplo, que se hagan distin-
ciones impositivas según el color o la raza de las personas. En 1926 la
Corte Suprema afirma que existe facultad de distingos, pero que esta
facultad no deber ser discrecional y arbitraria, sino razonable (JA, 19-
449). Luego, respecto de la igualdad como base del impuesto, sólo exige
que en condiciones análogas se impongan gravámenes idénticos a los con-
tribuyentes (Fallos 188:464). Asimismo, de los fallos de la Corte (CS “in
re” “Caja de Previsión Social de Médicos, Bioquímicos, Odontólogos,
Farmacéuticos, Médicos Veterinarios y Obstetras de Córdoba c. Casa Raúl
Gianni” del 31 de agosto de 1961 y “ El Comercio de Córdoba Cía. De
Seguros c. Instituto de Previsión Social de la Provincia de Córdoba” del 29
de mayo de 1964) se desprende que las cargas impuestas a un sector de la
población a favor de otro requieren, para su constitucionalidad, que:

a) entre los obligados a contribuir y los beneficiarios del régimen
medie una relación jurídica justificante;

b) que los obligados a contribuir obtengan un beneficio concreto,
específico y diferenciado, distinto del interés común basado en el
bienestar de un sector determinado de la población.

Faltando ambos recaudos, no resulta válido gravar a un sector de la
población con una carga de la cual no resulta beneficiaria toda la socie-
dad, sino sólo una parte de ella.
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Con relación al principio de generalidad, Giuliani Fonrouge  destaca que
éste es una “derivación del principio de igualdad, pues es menester que los
tributos se apliquen con generalidad, esto es, abarcando integralmente las
categorías de personas o de bienes previstas en la ley y no una parte de
ellas. Quiérese significar con ello, que no deben resultar afectadas personas
o bienes determinados singularmente, pues en tal supuesto los tributos
adquirirían carácter persecutorio o de discriminación odiosa”.

Es decir, para la Corte Suprema tanto la generalidad como la unifor-
midad impositiva constituyen prerrequisitos esenciales para que se
pueda concretar la igualdad impositiva como regla, por lo tanto no se
puede admitir que se grave a una parte de la población en detrimento
de otra (Fallos, 157:359; 162:240; 168:305; 175:102; 178:80; 178:231;
184:50; 190:277). Toda exención al pago de impuestos constituye una
excepción precisamente a este principio, pero resulta justificada consti-
tucionalmente por motivos de orden económico o social, que resulten
razonables para el criterio del legislador, como lo venimos explicando,
donde la diferenciación que apuntamos tiene por objetivo el logro de
una meta de justicia social o el impulso de emprendimientos que
resulten útiles para la comunidad en su conjunto o para que se logre el
desarrollo de alguna porción del territorio nacional. Es este el sentido
que debe dársele a la disposición constitucional contenida en el inc. 19
del art. 75 cuando expresa entre las potestades del Congreso nacional
la de “promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el des-
igual desarrollo relativo de provincias y regiones”. Si ello no fuera así,
se estaría afectando a la constitución como sistema orientado a un
federalismo racional, que posibilite el desarrollo y autonomía de los
gobiernos locales, pero sin atentar contra el objetivo central y primario
de constituir la unión nacional (tal como reza el preámbulo).

En definitiva, a la luz de los principios constitucionales analizados y la
visión que de ellos fue modelando la Corte Suprema de Justicia de la

70



Nación, nos brinda más que una simple discrepancia política o econó-
mica con la imposición del tributo que analizamos a los trabajadores de
la Patagonia Austral, los fundamentos para incluso intentar la búsqueda
de un pronunciamiento judicial, que declare la inconstitucionalidad de
la normativa que desequilibra y afecta la capacidad contributiva del tra-
bajador dependiente patagónico.
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EL RECONOCIMIENTO DEL PROPIO PODER EJECUTIVO NACIO-
NAL DE LA DESIGUALDAD EN LA CAPACIDAD ECONOMICA DEL
TRABAJADOR DE LA PATAGONIA

En el Boletín Oficial del 1° de abril de 2004 se publicó el decreto de
necesidad y urgencia 368/2004 (DT, 2004-A, 562), norma que introduce
una serie de modificaciones en el régimen de asignaciones familiares
instituido por la ley 24.714.

Las asignaciones familiares son prestaciones de la seguridad social, por lo
tanto no remunerativas, que tienen por objeto cubrir o compensar la
contingencia de cargas de familia, reguladas por la ley 24.714 (B.O.
18/10/96 - DT, 1996-B, 2894) y sus modificaciones y decretos reglamen-
tarios. Esta norma instituye, con alcance nacional y obligatorio, un régi-
men que está integrado por dos (2) subsistemas (contributivo y no con-
tributivo), diferenciados por los sujetos protegidos y las fuentes de
financiación.

El decreto de necesidad y urgencia (D.N.U.) 368/2004 (B.O. 01/04/04),
que consta de nueve (9) artículos, modifica varias normas. Sin embargo,
en lo que aquí nos interesa, introduce una interesante modificación:
Crea un nuevo procedimiento para determinar el derecho y cuantía
para el cobro.

El decreto 368/2004 aumenta los topes y rangos remunerativos para
determinadas zonas promovidas o desfavorables, reconociendo clara-
mente una diferencia en la capacidad económica y contributiva del
trabajador en relación de dependencia. Para los trabajadores a que hace
mención el segundo párrafo del art. 3° de la ley 24.714 (zonas promovi-
das), el tope se eleva modificándose además el cálculo y excepciones al
concepto de remuneración.
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A los efectos de la ley 24.714, se considera remuneración la definida por
los arts- 6° y 9° de la ley 24.241 (B.O. 18/10/93 - DT, 1993-B, 1482) del
Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones . Sin embargo, para los
trabajadores que presten servicios en las zonas enumeradas en el segun-
do párrafo del art. 3° de la ley 24.714, se excluyen, además de las horas
extras y S.A.C., las sumas que percibiera en concepto de zona desfavo-
rable, inhóspita o importes zonales.

Está claro que el espíritu de la legislación comentada, fue precisamente
admitir la existencia de una “zona diferencial”, donde o la pobreza o los
mayores gastos que implica la situación climática y la distancia, provo-
can la necesidad de reestablecer un equilibrio de la igualdad..

En conclusión, el mismo Estado Nacional y más precisamente, el mismo
Poder Ejecutivo Nacional y el mismo Partido Político gobernante, es
conciente de las diferencias apuntadas a lo largo de todo este trabajo.

En definitiva, la importancia de este reconocimiento, tiene dos conse-
cuencias fundamentales para la iniciativa legislativa que proponemos:

• Por un lado, es el mismo gobierno, quién admite que existe una dife-
rencia entre la capacidad económica y contributiva en los trabajadores
de la Patagonia.

• Por otro lado, a nuestro juicio lo más importante, brinda una salida
legislativa concreta para el tema que estamos intentando modificar:

Excluir de la base imponible del Impuesto a las Ganancias, además de
las horas extras y S.A.C., las sumas que percibiera en concepto de zona
desfavorable, inhóspita o importes zonales.
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Es evidente, que solo nos quedaría por analizar sobre la modificación, si
apelamos, como lo hizo éste mismo gobierno a un Decreto de Necesidad
y Urgencia o simplemente a una iniciativa legislativa a enviar por parte
del Poder Ejecutivo Nacional o bien, el acogimiento de esta misma ini-
ciativa por alguno de los tantos Diputados y Senadores, que posee nues-
tra querida Patagonia.
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EL RECONOCIMIENTO POR PARTE DE OTROS PODERES DEL 
ESTADO: LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION -
CORTES PROVINCIALES Y PODERES LEGISLATIVOS

El 27 de septiembre de 1996, la Corte Suprema de Justicia de la Nación,
dictó la Acordada Nro.56, por la cual aseveró en sus considerandos que:

” … la Ley 24.475, no derogó las deducciones o exenciones establecidas en
el texto de la ley de impuesto a las ganancias, al incorporar a la ley 20.628
el art. 99.1; y a mayor abundamiento esa doctrina legal se complementó
con la Acordada 20/96 del más Alto Tribunal de nuestro país, que declaró
inaplicable el artículo 1 de la ley 24.631 en cuanto derogaba las exenciones
contempladas en el art. 20 incisos p) y r) de la ley 20628…”.

A partir de la doctrina legal de la Corte Suprema de Justicia de la
Nación precedentemente citada y en idéntica línea de interpretación
se pronunció también el Superior Tribunal de Justicia del Chubut, al
dictar el Acuerdo Plenario 3583 de fecha 23 de octubre del 2006. Poco
después, lo hizo el Tribunal de Cuentas de la Provincia del Chubut,
mediante resolución Nro. 245/06, que excluyó de la base imponible
los rubros de:

a) Dedicación funcional.

b) Antigüedad sobre dedicación funcional.

c) Zona desfavorable sobre dedicación funcional.

Este mismo antecedente, ya puede encontrarse en otras Provincias
Patagónicas de la República Argentina –Río Negro y Neuquén, por
ejemplo–, incluso extendidas por el resto de los Poderes de los Estados
provinciales, a todos sus empleados públicos.
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En definitiva, surge claramente, que el resto de los Poderes del propio
Estado Nacional –Poder Judicial, por ejemplo–, al igual que los Estados
Provinciales de la Patagonia Austral, dictaron disposiciones jurídicas,
que a partir del reconocimiento de la diferencia entre capacidad econó-
mica y capacidad contributiva, ampliaron la frontera de las deducciones
legales, excluyendo de la base imponible para el Impuesto a las
Ganancias de los mismos rubros que aquí proponemos, sosteniendo
que ellos no constituyen ganancia.

Estos antecedentes jurídicos, más allá del categórico reconocimiento que
significan en apoyo de nuestra iniciativa legislativa, en la práctica, redu-
jeron en forma considerable la cantidad de contribuyentes por este
Impuesto y Categoría, en toda la Patagonia.

En conclusión, surge casi literalmente claro, el espíritu de reconocer y a
su vez amparar de manera imperiosa, a través de los actos reseñados, al
trabajador que desempeña su labor en relación de dependencia en la
Región Patagónica, con todo el abanico de exenciones, que se le otorgan,
tanto a nivel Nacional, como Provincial, tal cual ha quedado corrobora-
do, a partir de la apertura dada por la doctrina legal de la Corte
Suprema de Justicia de la Nación.
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LA EXTENSION DEL RECONOCIMIENTO A LOS TRABAJADORES
PRIVADOS - LAS IMPLICANCIAS DE LA EXCLUSION DE LA BASE
IMPONIBLE DEL IMPUESTO EN DETERMINADOS RUBROS DE
LA CONVENCION COLECTIVA 396/04

Si algo permite concluir la Justicia de nuestra propuesta, es precisa-
mente la normativa vigente, que excluye de la base imponible del
Impuesto a los rubros contemplados en los artículos 34 y 39 de la
C.C.T. Nº 396/04.

Esta excepción, evidentemente nos plantea por lo menos dos considera-
ciones:

La primera, que efectivamente quedaron exceptuados para una sola
actividad –la petrolera– rubros similares a los que perciben otros tra-
bajadores, que sin embargo no son beneficiados de esta desgravación
en el Impuesto.

La segunda y a nuestro juicio, la más importante, es que resulta evi-
dente que el tema propuesto, merece la apertura de la discusión sobre
un eventual tratamiento diferenciado en este tributo para las zonas
desfavorables.

Los conceptos que han sido exceptuados de la base computable en el
tributo, como vianda (art. 34 C.C.T. 396/04) y horas de traslado (art.
39 C.C.T. 396/04) son similares a rubros de idéntico tenor en otras
convenciones colectivas de trabajo, como ser refrigerio, gastos de comi-
da, vales de almuerzo y/o vales alimentarios ; por un lado, y pasajes,
movilidad, reintegro de gastos y/o viáticos, por el otro. La enumeración
de estos conceptos es meramente enunciativa, pudiendo adoptar otras
denominaciones por idénticos conceptos.
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Con estos cambios, se modifica el artículo 100 de la Ley del Impuesto a
las Ganancias bajo una figura legal discutible, atento constituir una
modificación parcial cuando los conceptos tratados como “beneficios
sociales” en ese artículo son de carácter universal.
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CONCLUSIONES

El empleo mal remunerado, el sub-empleo, el desempleo, los cartoneros,
los cortes de rutas y piquetes exigiendo planes sociales (muchos de los
cuales se reciben sin contraprestación laboral alguna y con alguna carga de
clientelismo político), obligan a plantear el sentido y el alcance de la pro-
tección constitucional del “trabajo en sus diversas formas” como expre-
sa el art.14 bis.

La pregunta básica a contestar es la siguiente: ¿es necesario proteger al
trabajo?. De responderse positivamente, las preguntas consecuentes son
dos: ¿cuáles son los modos de la protección? y ¿cuáles los medios para
concretar la directiva constitucional? .

Si lográramos respuestas satisfactorias a tales interrogantes, habríamos
encontrado una salida al país, distinta a la de Ezeiza, por la que se ale-
jan compatriotas, muchos de ellos calificados, y comprenderíamos que
el derecho, además de valorar conductas a través de normas, transfor-
ma la realidad.

La respuesta sobre la necesidad de proteger el trabajo en sus diversas
formas debe buscarse en las honduras ónticas ya que el trabajo no es
una realidad en sí, como el capital, sino una realidad en el hombre: no
existe “el” trabajo sino “el hombre que trabaja”. De ahí que no pueda
hablarse de trabajo humano, como si la actividad mencionada pudiese
ser ejercida por un ser distinto al hombre. Quien dice “trabajo”, significa
“hombre que trabaja”.

Ese hombre que trabaja debe ser protegido legalmente porque su suerte
interesa a toda la sociedad, a tal punto que ésta puede valorarse de acuer-
do al modo cómo trata a quien trabaja. Colocar al hombre que trabaja en
igualdad de posición frente a quien dispone del capital es la primera fun-
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ción del derecho laboral, surgida de la justicia social, entendida ésta
como la fuerza que busca la igualdad real de posibilidades, colocando a
todos en el mismo punto de partida. Sin embargo, no porque el Derecho
del Trabajo se ocupe del “hombre que trabaja”, el derecho Tributario
puede desentenderse de los conceptos que venimos desarrollando.

Por ello, la Corte Suprema ha afirmado:

“El trabajo tiene características que imponen su consideración con criterios
propios que, obviamente, exceden el marco del mercado económico y se
apoyan en principios de cooperación, solidaridad y justicia, también nor-
mativamente comprendidos en la Constitución Nacional. Ello sustenta la
obligación de quienes utilizan los servicios, en los términos de las leyes res-
pectivas, a la preservación de quienes los prestan” (12).

Contestada la primera pregunta, nos toca otra más difícil aún:

¿cuáles son los modos de la protección? 

El art.14 bis para proteger el trabajo en situación dispar estructura cua-
tro modos de protección:

• personales (condiciones y medio ambiente de trabajo, entre ellas la parti-
cipación en las utilidades y en la dirección de la empresa),

• familiares (protección integral de la familia, defensa del bien de familia,
compensación económica especial, acceso a una vivienda digna),

• previsionales (seguro social obligatorio, jubilaciones y pensiones móviles),

• sectoriales (organización sindical libre y democrática, negociación colecti-
va, derecho a la conciliación y al arbitraje, derecho de huelga).
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Es a partir de esta protección “sectorial”, que nuestra Asociación
Sindical, intenta persuadir a nuestros gobernantes acerca de la necesidad
de poner fin a una situación objetivamente injusta.

Es así, que apelando a nuestro derecho de representación, como
Organización Sindical libre y democrática, es que desarrollamos este
pequeño aporte, con el fin de que Legisladores, Gobernadores, Políticos
de todo el amplio espectro nacional y regional, junto con el Gobierno
Nacional, entiendan que estamos al borde de una situación que no
admite dilación temporal para su tratamiento y solución.

Como decía Michel Foucault, existen dos historias de la verdad: hay una
historia interna de la verdad y otra verdad que en nuestra sociedad, se
forma en otro lado. Se forma desde la subjetividad colectiva e individual o
simplemente de nuestras ganas de que la realidad confirme lo que pensa-
mos, pero también se forma desde la subjetividad política de nuestros
gobernantes, manipulando a la opinión pública, instalando campañas
periodísticas, desinformando o manejando interesadamente la información
o algo que es peor aún, simplemente mintiendo o “instigando a otros”.

Ya tuvimos oportunidad, de oponer una verdad sin poder a un poder sin
verdad en nuestra región. Hoy nuevamente, queremos nuevamente pro-
ducir la verdad, a partir de la discusión sincera de los argumentos cita-
dos en este humilde aporte realizado con mucho esfuerzo por nuestra
Asociación Sindical.

La Patagonia constituye aún hoy una zona inhóspita y alejada de los
principales centros urbanos de la República Argentina, donde se concen-
tran las principales actividades económicas, financieras, políticas, cultu-
rales, etc.

Sus accesos al resto del país, todavía adolecen de graves problemas de
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infraestructura de transporte, constituyendo la vía aérea el modo casi
único de comunicación con el resto de la Argentina.

La mayor parte de los insumos de consumo de primera necesidad –
conocido como canasta básica– ingresan por transporte terrestre y requie-
ren de una cadena de comercialización que la transforman en la región
más cara de la República Argentina.

El acceso a la vivienda, si bien mejoró en los últimos años, constituye
todavía una de las más importantes asignaturas pendientes, lo que signi-
fica un costo de construcción que casi duplica los valores del metro cua-
drado de las principales ciudades de nuestro país, y donde el valor loca-
tivo, triplica en algunos casos, los valores de las principales ciudades tes-
tigos de la Nación.

Frente a esta realidad, fácilmente palpable por cualquier trabajador y
por cualquier gobierno, en modo alguno puede ser pasado por alto en la
consideración de los legisladores a la hora de medir la “capacidad con-
tributiva”, y por ende al establecer la base del mínimo no imponible del
impuesto a las ganancias, en el caso de un trabajador en relación de
dependencia.

Si como explicamos, el concepto de capacidad contributiva denota una
aptitud de las personas para pagar los tributos, es decir, posesión de
riqueza en medida suficiente para hacer frente a la obligación fiscal, es
más que claro, que la “capacidad económica” de un trabajador en la
Patagonia, requiere una potencia o riqueza que supera el mínimo que
posibilite un nivel de vida digno por parte del contribuyente / trabaja-
dor y toda su familia, que jamás podrá ser igualado nominalmente, con
la remuneración de otro trabajador en el resto del país.

Coincidimos con las apreciaciones de la Corte Suprema de Justicia de la
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Nación, al decir, que “…si bien todo impuesto tiene que corresponder a
una capacidad contributiva, la determinación de las diversas categorías de
contribuyentes puede hacerse por motivos distintos de la sola medida eco-
nómica de esa capacidad. El valor económico de los bienes que constituyen
el objeto material del impuesto no determina por si solo, y a veces no deter-
mina de ningún modo, las distintas categorías de contribuyentes, ni las que
el régimen impositivo hace de los bienes gravados, y de la situación de los
contribuyentes a su respecto. En estas determinaciones pueden intervenir
factores que no son económicos o que lo son sólo indirectamente…”.

Tener en consideración al momento de la determinación del mínimo no
imponible, las particulares características de vida que tiene la Región
Patagónica, y el costo económico que significa para un trabajador
Patagónico acceder a un nivel de vida digno para él y su grupo familiar,
lejos de significar un tratamiento privilegiado, implica un deber
social, político y jurídico del Estado.

Si obviamos dicha realidad, estaremos frente a un dogma vertical, caren-
te absolutamente de motivación jurídica, y adolecería tal acto del peor
vicio, tal como lo explicaba Platón: “encontrarnos dentro de una caver-
na oscura, ver sombras del cuerpo y no la figura real”.

En consecuencia, postulamos como solución factible que del mismo
modo como se establecen distintas categorías de contribuyentes a las
que se les aplique distinto tratamiento fiscal, como vimos al principio de
nuestro trabajo, tendiente a superar situaciones de manifiesta desigual-
dad, resulta legítimo efectuar una diferenciación dentro de una misma
categoría con el fin de producir igual efecto, como debiera suceder con
los trabajadores de la Patagonia.

También a lo largo de este trabajo, hicimos referencia al reconocimiento
del propio Estado, de la situación que denunciamos, quién acomodó la
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legislación a su conveniencia y en algunos casos, solo para algunos pri-
vilegiados, violentando con mayor énfasis, el más básico principio de
igualdad ante la ley.

Como citaba un importantísimo jurista español –Alejandro NIETO– ,
“… el Derecho es para los juristas como la electricidad para los técnicos.
Sabemos manejarlo con soltura y obtener de él –para nosotros, por supues-
to, pero también para los demás– una innegable utilidad, pero no sabemos
a ciencia cierta en qué consiste…”.

Esta desconfianza en las abstracciones y generalizaciones, por parte de
NIETO, no hacen otra cosa que llevarnos al terreno de la relatividad
“…Pues, sencillamente, porque la percepción de lo mío y de lo tuyo es nece-
saria e inevitablemente subjetiva y esa subjetividad genera siempre diferen-
cias, es decir, conflicto, en los márgenes al menos de la norma (legal o con-
suetudinaria) que en una sociedad determinada se haya convenido en con-
siderar aplicable…”.

Precisamente, a partir de esta conclusión y siguiendo a NIETO, también
sabemos que Jueces, Legisladores, Gobernantes, “…no trabajan con
reglas de cálculo, ni con fórmulas matemáticas, sino con argumentos.
Argumentos legales, es decir extraídos de las leyes,… que forman parte de
eso que tú llamas los montones del derecho…Ninguno de esos argumentos
es capaz por si solo de llevarnos hasta el final o, para ser más exacto, de
proporcionarnos una solución categórica del asunto, capaz de ser percibida
por todos como directa emanación de la Justicia. Esa solución no existe
como tal….”.

Solo esperamos, a partir de nuestro aporte, sumar otras voluntades, para
hacer escuchar un reclamo, que desde lo sectorial y regional, muchas
veces carece del peso específico, pero no por ello, de razón, de legalidad
y por sobre todo de Justicia.
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